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MEDIDA 

LEGISLATIVA 

COMISIÓN QUE 

INFORMA 
TÍTULO 

P DEL S 449 

 

 

 

(Por la señora Peña 

Ramírez) 
 

ASUNTOS DE LA 
MUJER;Y DE HACIENDA 

 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para  enmendar el Artículo 16 de la Ley Núm. 
20 de 11 de abril de 2001, según enmendada 
que crea  la Oficina de la Procuradora de las 
Mujeres a los efectos de que el mismo 
disponga que deberá establecerse como plan 
piloto una Oficina Regional de la Procuradora 
de las Mujeres en cada la Región Judicial que 
la misma determine. 
 

P DEL S 2160 

 

 

 

(Por la señora Peña 

Ramírez) 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANO Y RECUROS 

HUMANOS 
 

SEGUNDO INFORME 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar  los artículos 1, 1ª, 2, y 2ª, 
añadir los incisos (7), (8) y (9) al artículo 6 de 
la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, 
según enmendada, para incluir el discrimen por 
razón de haber servido en las fuerzas Armadas 

de los Estados Unidos o por condición de 

veterano  ser militar, ex militar, servir o haber 
servido en las Fuerzas Armadas de los Estados 
Unidos o por ostentar la condición de veterano. 
Definir militar, ©militar y veterano. 
 

16
ta 

Asamblea 

Legislativa 
7

ma  
Sesión 

Ordinaria 
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P DEL S 2463 

 

 

 

(Por  la señora Romero 

Donnelly) 

 

RELACIONES FEDERALES 
E INFORMÁTICA 

 
 
 

(Con enmiendas en el 

Decrétase) 

Para añadir un inciso (C) al Artículo 5 del 
Capítulo III de la Ley Núm. 213 de 12 de 
septiembre de 1996, según enmendada, 
conocida como “Ley de Telecomunicaciones 
de Puerto Rico”, a los fines de disponer que 
toda compañía proveedora de acceso a Internet 
no pueda arbitrariamente bloquear, interferir, 
discriminar, entorpecer ni restringir el derecho 
de cualquier usuario de Internet para utilizar, 
enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, 
aplicación o servicio legal a través de Internet, 
así como cualquier otro tipo de actividad o uso 
legal realizado a través de la red y se disfrute 
del concepto de Neutralidad en la Red o “Net 
Neutrality”. 
 

P DEL S 2556 

 

 

(Por por el señor Rivera 

Schatz y la señora Vázquez 

Nieves) 

EDUCACIÓN Y ASUNTOS 
DE LA FAMILIA 

 
(Sin enmiendas) 

Para crear el “Programa Formando 

Profesionales para el Futuro”, adscrito al 
Departamento de Educación de Puerto Rico, 
con el fin de integrar al proceso educativo la 
experiencia profesional, estimular a los 
estudiantes a continuar estudios graduados, y 
que puedan ejercer una selección informada al 
momento de elegir su futuro profesional; y 
para otros fines. 
 

P DEL S 2583 

 

 

(Por por el señor Seilhamer 

Rodríguez) 

JURÍDICO CIVIL; Y DE 
URBANISMO E 

INFRAESTRUCTURA 
 

(Sin enmiendas) 
 

Para enmendar el Artículo 247 de la Ley Núm. 
198 de 8 de agosto de 1979, según enmendada, 
conocida como la “Ley Hipotecaria y del 
Registro de la Propiedad”, a los fines de eximir 
al Departamento de la Vivienda de realizar las 
rectificaciones de cabida por el proceso de 
Expediente de Dominio en todo exceso mayor 
del veinte por ciento (20%) siempre y cuando 
el Departamento sea el titular de la finca o 
haya otorgado dicho título; y para otros fines 
relacionados. 
 

P DEL S 2619 

 

 

 

 
(Por la señora Padilla 

Alvelo) 

 

BANCA, ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR Y 

CORPORACIONES 
PÚBLICAS 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos y en el 

Decrétas) 

Para enmendar la Sección 37(a) de la Ley 
Núm. 55 de 12 de mayo de 1933, según 
enmendada, conocida como “Ley de Bancos de 
Puerto Rico”, a los fines de modificar la 
información contenida en el “Aviso de Dinero 
y Otros Bienes Líquidos No Reclamados en 
Poder de …”, y armonizar el término para 
reclamar los fondos y el pago de intereses en el 
reintegro de dichas cantidades con la Ley 
Núm. 42-2012. 
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P DEL S 2621 

 

 

 
(Por la señora Padilla 

Alvelo) 

 

GOBIERNO 
 
 

 
(Sin enmiendas) 

Para enmendar los Artículos 13 y 14 de la Ley 
Núm. 42-2010, “Ley del Inspector General del 
Gobierno de Puerto Rico”, a los efectos de 
excluir a la Administración de los Sistemas de 
Retiro de los Empleados del Gobierno y la 
Judicatura y el Sistema de Retiro para 
Maestros, de la responsabilidad de trasferir el 
personal de Auditoría Interna a la Oficina del 
Inspector General. 
 

P DEL S 2622 

 

 

(Por la señora Padilla 

Alvelo) 
 

HACIENDA 
 

 
(Sin enmiendas) 

Para enmendar la Sección 4030.10(a) de la Ley 
1-2011, según enmendada, conocida como 
“Código de Rentas Internas para un Nuevo 
Puerto Rico”, a los fines de excluir del pago 
del Impuesto de Venta y Uso (IVU), los 
derechos de admisión a eventos educativos 
auspiciados por escuelas elementales, 
intermedias, superiores, universidades o 
colegios, públicas o privadas, dedicadas a la 
prestación de servicios educativos.  
 

P DEL S 2685 

 

 

 

(Por la señora Arce Ferrer) 
 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANO Y RECURSOS 

HUMANOS 
 
 

(Sin enmiendas) 
 

Para enmendar el inciso (3) de la Sección 6.8 
del Artículo 6, de la Ley 184 - 2004, según 
enmendada, conocida como “Ley para la 

Administración de los Recursos Humanos en el 

Servicio Público”, a los fines de atemperar 
conforme al Código Penal del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico (2004) los delitos por 
los cuales, de ser convicta la persona, son 
causa de inelegibilidad para empleo, contrato 
de servicios profesionales en el servicio 
público, o aspirar u ocupar cargo electivo 
alguno. 
 

P DEL S 2696 

 

 

(Por el señor Rivera 

Schatz) 

 

ASUNTOS INTERNOS 
 
 

(Sin enmiendas) 
 

Para enmendar el Articulo 2 de la Ley 43-
2011, según enmendada, mejor conocida 
como, “Ley del Distrito Capitolino de Puerto 
Rico”, a los efectos de redefinir los límites de 
la demarcación geográfica del Distrito 
Capitolino de Puerto Rico, el cual tiene una  
jurisdicción especial, y para otros fines.  
 



 
 
  

4 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

SENADO DE PUERTO RICO / COMISIÓN DE REGLAS Y CALENDARIO 

P DE LA C 116 

 

 

 

 

(Por el representante 

Bonilla Cortés 

y suscrito por el 
representante               

Hernández López)  
 

 

TURISMO Y CULTURA 
 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para añadir unos nuevos Artículos 3, 4 y 5 y 
redesignar el actual Artículo 3 como Artículo 6 
en la Ley Núm. 181 de 27 de diciembre de 
2001, que dispone que el Instituto de Cultura 
Puertorriqueña declare monumento histórico 
las estructuras enclavadas en la zona urbana de 
los Municipios de Aguada, Aguadilla, Añasco, 
Cabo Rojo, Hormigueros, Isabela, Las Marías, 
Mayagüez, Moca, Rincón, San Germán, 
SanSebastián, Lajas, Guánica, Sabana Grande, 
Maricao, Yauco y la zona rural, que daten de 
siglos pasados y que posean, características 
especiales, como legado para las futuras 
generaciones, a fin de disponer que el Instituto 
someta ante la Junta de Planificación y la 
Oficina Estatal de Conservación Histórica la 
declaración de monumento histórico de las 
estructuras para dar cumplimiento a las 
disposiciones de esta Ley; para disponer que el 
Instituto de Cultura Puertorriqueña  remita 
informes trimestrales a la Asamblea 
Legislativa de Puerto Rico sobre el progreso de 
la implantación de esta Ley; y para otros fines 
relacionados.   
 

P DE LA C 493 

 

 

 

(Por el representante 
Márquez García) 

 

EDUCACIÓN Y ASUNTOS 
DE LA FAMILIA 

 
 

(Con enmiendas en el 

Decrétase) 

 

Para ordenar al Departamento de la Familia, 
específicamente a la Administración de 
Desarrollo Socioeconómico de la Familia 
(ADSEF), a que, como parte del Programa de 
Rehabilitación Económica y Social de las 
Familias, diseñe, planifique, coordine, 
promueva y divulgue un programa de 
educación financiera para sus clientes con 
miras a lograr el desarrollo de un mejor 
consumidor de crédito, reducir la incidencia de 
quiebras y estimular el ahorro y la inversión en 
actividades productivas; y para otros fines 
relacionados. 
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P DE LA C  719 

 

(Por el representante 

Rivera Ortega y suscrito 
por el representante Chico 

Vega) 

 

TURISMO Y CULTURA 
 

(Sin enmiendas) 

Para enmendar el Artículo 3, añadir un nuevo 
Artículo 4 y redesignar el actual Artículo 4 
como Artículo 5, de la Ley Núm. 141 de 15 de 
junio de 2003, que ordena Instituto de Cultura 
Puertorriqueña identificar y actualizar la 
información de las estructuras enclavadas en la 
zona urbana y en otros terrenos del Municipio 
de Naranjito que tengan un valor arqueológico, 
histórico y cultural como parte del patrimonio 
cultural de este Municipio, con el fin de 
disponer que el Instituto de Cultura 
Puertorriqueña remita informes trimestrales a 
la Asamblea Legislativa de Puerto Rico sobre 
el progreso de la implantación de esta Ley y 
encomendar a dicha agencia administrativa que 
anualmente someta propuestas ante la Oficina 
Estatal de Conservación Histórica para obtener 
fondos que promuevan su cumplimiento. 
 

P DE LA C 2161 

 

 

 

(Por el representante Peña 

Ramírez) 
 

SALUD 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para establecer el requisito de notificación 
previa por parte de las instituciones 
hospitalarias a pacientes sobre el uso de equipo 
de cuidado médico y quirúrgico reciclado o 
reprocesado, que ha sido manufacturado con la 
intención de ser utilizado una vez en 
procedimientos de cuidado de salud y 
quirúrgicos; para proveer un mecanismo que 
informe al paciente y le permita consentir el 
uso de estos instrumentos reprocesados en su 
procedimiento de cuidado de salud y/o 
quirúrgico y establecer que el Departamento de 
Salud sea notificado de infecciones, lesiones 
serias y muertes surgidas en procesos de 
cuidado de salud y quirúrgicos donde se han 
utilizado instrumentos reprocesados 
manufacturados para un solo uso y otros fines. 
 

P DE LA C 3107 

 

(Por la representante 
González Colón)  

 

HACIENDA 
 

(Sin enmiendas) 

Para derogar la Ley Núm. 332 de 16 de abril 
de 1946, que crea un fondo permanente de 
carácter rotativo para una campaña que ponga 
edificios y otras estructuras a prueba de ratas 
en Puerto Rico. 
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P DE LA C 3139 

 

 

 

 

(Por la representante 

Ramos Rivera)  
 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANO Y RECURSOS 

HUMANOS 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para enmendar el Artículo 21 de la Ley 91-
2004, según enmendada, conocida como la 
“Ley Orgánica para el Sistema de Retiro para 
Maestros del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico”, a los fines de que el tiempo que 
cualquier maestro de educación sirviere o 
hubiere servido en escuelas públicas de otro 
estado o territorio de Estados Unidos, en 
cualquier posición, incluyendo aquellas de 
ayudante en consejería y orientación y 
ayudante de maestro, se computará a los 
efectos de las disposiciones de esta Ley.  
 

P DE LA C 3265 

 

 

 

 

(Por el representante 

Bonilla Cortés) 
 

RECREACIÓN Y 
DEPORTES 

 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para añadir un nuevo inciso(c), y reenumerar 
el actual inciso (c) como (d), de la Sección 8 
de la Ley Núm. 8 de 8 de enero de 2004, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica del 
Departamento de Recreación y Deportes”, a 
los fines de disponer como responsabilidad de 
la referida Agencia costear gastos de viaje y 
estadías de deportistas puertorriqueños que 
sean exaltados, homenajeados o premiados 
fuera de Puerto Rico por instituciones 
deportivas debidamente reconocidas o 
acreditadas, y que por razón de indigencia, no 
puedan acudir a ser recipientes de dichas 
exaltaciones o premiaciones; y para otros fines 
relacionados.      
 

P DE LA C 3342 

 

(Por el representante 

Rodríguez González y 
suscrito por el 

representante Perelló 

Borrás) 

 

GOBIERNO 
 

(Sin enmiendas) 

Para añadir un nuevo inciso (28) al Artículo 4 
de la Ley Núm. 34 de 13 de julio de 1978, 
según enmendada, conocida como “Ley de la 
Oficina de Asuntos de la Juventud”, a los fines 
de autorizar al Director Ejecutivo de la referida 
entidad a establecer acuerdos colaborativos 
con el Secretario del Departamento de 
Corrección y Rehabilitación que permitan a los 
jóvenes ingresados en instituciones juveniles 
participar de los servicios, programas y 
eventos que actualmente administra la misma; 
y para otros fines relacionados. 
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P DE LA C 3434 

 

 
 
 
 

(Por los representantes 

Rivera Guerra, Ramírez 

Rivera y Ferrer Ríos 

y suscrito por los 
representantes Torres 

Ramírez, León Rodríguez, 

Jaime Espinosa  

y Chico Vega) 

 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar el Artículo 7, inciso (a) de la 
Ley 253-1995, según enmendada, conocida 
como “Ley de Seguro de Responsabilidad 
Obligatorio para Vehículos de Motor”, a los 
fines de modificar la cuantía de las primas por 
cada vehículo privado de pasajeros y por cada 
vehículo comercial; enmendar la Sección 6, 
inciso (3)€ y la Sección 16, inciso (2) de la Ley 
Núm. 138 de 26 de junio de 1968, según 
enmendada, conocida como “Ley de 
Protección Social por Accidentes de 
Automóviles”, la cual creó la Administración 
de Compensaciones por Accidentes de 
Automóviles (ACAA), a los fines de fijar un 
valor mínimo a la prima y disponer que 
aquellas víctimas de accidentes 
automovilísticos que al momento del accidente 
conducían su automóvil en estado de 
embriaguez o bajo el efecto de drogas, no 
tendrán derecho a cobrar los beneficios 

  provistos en la Ley, salvo los servicios de 
emergencia médica durante las primeras 
cuarenta y ocho (48) horas luego del accidente 
de tránsito; para enmendar el Artículo 23.02 
inciso (a) de la Ley 22-2000, según 
enmendada, conocida como “Ley de Vehículos 
y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de 
añadir un nuevo subinciso (44), donde se 
disponga que por marbete para vehículos en 
Puerto Rico se cobrarán tres dólares ($3.00) 
para contribuir a la operación de los centros de 
trauma designados y certificados por el 
Departamento de Salud el inciso (j) del 
Artículo 6 de la Ley Núm. 253 – 1995, según 
enmendada, conocida como Ley de Seguro de 
Responsabilidad Obligatorio para Vehículos de 
Motor, a los fines de disponer una asignación 
anual para nutrir el Fondo Especial para el 
Financiamiento de los Centros de Trauma; 
disponer para la realización de un estudio 
actuarial sobre las primas del seguro de 
responsabilidad obligatorio por la Oficina del 
Comisionado de Seguros de Puerto Rico; y 
para otros fines relacionados. 
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P DE LA C 3445 

 

(Por la representante 
González Colón) 

 

GOBIERNO 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos) 

A los efectos de establecer  la Comisión de 
Innovación y Excelencia Informática de Puerto 
Rico; especificando el número de miembros, 
desarrollar determinadas políticas, hacer 
recomendaciones y llevar a cabo otras tareas 
sobre la seguridad cibernética y su innovación. 
 

P DE LA C 3456 

 

(Por la representante 
González Colón) 

HACIENDA 
 

(Sin enmiendas) 

Para enmendar el Artículo 20, inciso 1, de la 
Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según 
enmendada, y enmendar la sección 3040.02 de 
la Ley Núm. 1 de 31 de enero de 2011, 
conocida como el “Código de Rentas Internas 
para un Nuevo Puerto Rico”, a los fines de 
uniformar el esquema de apuestas con el de las 
otras jurisdicciones de los Estados Unidos de 
América. 
 

P DE LA C 3536 

 

 

 

(Por el representante 
Bulerín Ramos) 

 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 

(Con enmiendas en el 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para crear la Ley Especial que se conocerá 
como “Ley Especial para la Regulación de la 
las Fiestas Rodantes en Puerto Rico” a los 
fines de establecer los parámetros básicos bajo 
los cuales debe operar toda persona, compañía 
o entidad en esta industria; otorgar a la 
Comisión de Servicio Público jurisdicción 
especial para regular todos los aspectos 
relacionados a las Fiestas Rodantes en Puerto 
Rico; facultar a la Comisión de Servicio 
Público para establecer la Reglamentación 
pertinente para la obtención y renovación de 
licencias y la inspección de los vehículos 
dedicados al negocio de Fiestas Rodantes y 
todo aspecto relacionado a esta actividad; y 
otros fines.  
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P DE LA C 3699 

 

 

 

(Por el representante 
Torres Zamora) 

 
 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar los incisos (f) y (m) del 
Artículo 23.05 de la Ley Núm. 22-2000, según 
enmendada, conocida como “Ley de Vehículos 
y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de 
facultar al Departamento de Transportación y 
Obras Públicas a gravar las multas expedidas 
por a aquellas compañías privadas autorizadas 
en virtud de ordenanzas municipales, así como 
a las empresas municipales o empleados 
municipales autorizados por ordenanzas 
municipales, conforme a las disposiciones de 
dicha Ley y a fin de atemperarla con la Ley 
Núm. 81-91, según enmendada, conocida 
como “Ley de Municipios Autónomos”; 
expeditar el envío y la auditoría de las remesas 
que por este concepto corresponden a los 
municipios del Gobierno; y para otros fines 
relacionados. 
 

P DE LA C 3746 

 

 
 

(Por el representante 
Bonilla Cortés) 

 

RECREACIÓN Y 
DEPORTES 

 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para enmendar el Artículo 7 de la Ley 119-
2001, según enmendada, conocida como la 
“Ley del Fondo y la Junta para el Desarrollo 
del Atleta Puertorriqueño de Alto Rendimiento 
a Tiempo Completo”, a los fines de que se 
elabore con respecto a la información que se 
incluye en el informe anual que está obligado a 
rendir la Junta a la Asamblea Legislativa de 
Puerto Rico. 
 

RC DEL S 955 

 
 

(Por la señora Santiago 

González) 

GOBIERNO 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar al Departamento de 
Transportación y Obras Públicas de Puerto 
Rico, a ceder por el precio nominal de un (1) 
dólar al Municipio de Yabucoa, las facilidades 
en la cual operaba el Instituto Vocacional de la 
Administración de Futuros Empresarios y 
Trabajadores (AAFET) del Departamento de 
Trabajo y Recursos Humanos, que se localiza 
en el Barrio Limones en la jurisdicción del 
Municipio de Yabucoa, con el propósito de 
que se desarrolle unas facilidades recreativas y 
deportivas para el beneficio de la ciudadanía 
en general que reside en el Municipio de 
Yabucoa y así mejorar la calidad de vida de 
nuestra gente. 
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RC DEL S 1033 

 

(Por la señora Soto 

Villanueva) 

GOBIERNO 
 

(Con enmiendas en el 

Resuélvase) 

Para ordenar a todas las agencias del Gobierno 
de Puerto Rico a transferir libre de costo al 
Departamento de la Vivienda la titularidad de 
sus fincas vacantes y zonificadas para fines 
residenciales.  
 

RC DEL S 1040 

 

 

 

 

(Por la señora Arce Ferrer) 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANO Y RECURSOS 

HUMANOS 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para disponer la facultad del Secretario del 
Departamento del Trabajo y Recursos 
Humanos para llevar a cabo transferencias 
entre los balances disponibles a fin de año 
fiscal de los Fondos Especiales Estatales 
administrados por el Departamento del Trabajo 
y Recursos Humanos; autorizar el recobro de 
los costos indirectos a los programas 
especiales estatales a los fines de sufragar los 
costos de administración, gerencia y 
actividades de apoyo a los Programas 
Especiales Estatales; ordenar la creación de 
una cuenta en el Departamento de Hacienda 
donde se transfieran los fondos por concepto 
del recobro de dichos costos; facultar al 
Secretario del Trabajo para establecer la 
reglamentación y metodología para la 
implantación de lo dispuesto en esta 
Resolución Conjunta; y disponer la vigencia de 
la misma. 
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RC DE LA C 923 

 

 

 

 

 

(Por el representante  
Cintrón Rodríguez) 

GOBIERNO 
 
 
 
 
 

(Con enmiendas en el 

Resuélvase y en el Título) 

 

Para ordenar a la Directoría de Desarrollo 
Comunitario del Departamento de 
Transportación y Obras Públicas de Puerto 
Rico a ceder al Municipio Autónomo de Cidra 
la titularidad de la parcela y estructura 
registrada en el Registro de la Propiedad, 
Sección Segunda de San Juan, al Asiento 285, 
Diario 530, Sección Segunda de Caguas 
adjunta al parque de béisbol de Las Parcelas 
La Milagrosa del barrio Rabanal del Municipio 
Autónomo de Cidra y que se describe como un 
solar con cabida de 497.3254 metros cuadrados 
equivalentes  a 0.1265 cuerdas y en lindes: por 
el NORTE, con Calle Núm. 5 de la 
comunidad: por el SUR, con Parcela Núm. 45: 
por el ESTE, con Calle Núm. 4 de la 
comunidad: y por el OESTE, con Parcela 
Núm. 43, para que éste desarrolle allí un 
proyecto de programas municipales con el fin 
de darle servicio directo a los residentes del 
área, así como facilidades para el uso y disfrute 
a dicha comunidad; y para otros fines 
relacionados; y para otros fines relacionados. 
 

RC DE LA C 927 

 

 

 

 

 

 

 

(Por el representante  
Rivera Ortega) 

AGRICULTURA 
 
 
 
 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar a la Autoridad de Tierras de 
Puerto Rico adscrita al Departamento de 
Agricultura proceder exclusivamente con la 
liberación de las condiciones y restricciones 
sobre preservación e indivisión de dos (2) 
solares adicionales  ochocientos (800) metros 
cuadrados cada uno, previamente impuestas y 
anotadas según dispuesto por la Ley Núm. 107 
de 3 de julio de 1974, según enmendada, 
contenidas en la Escritura Número sesenta y 
dos (62) del 11 de mayo de 1972, otorgada 
ante la notario América Cano de Rivera, del 
predio de terreno marcado con el número dos 
(2) en el Plano de Subdivisión de la 
finca“Barrancas”, sita en el barrio Barrancas 
del término municipal de Barranquitas, Puerto 
Rico; compuesto de diecinueve cuerdas, nueve 
mil seiscientos noventa y nueve diez milésimas 
de otra (19.9699); equivalentes a siete 
hectáreas, ochenta y cuatro áreas y ochenta y 
nueve punto cincuenta y tres centiáreas y en 
lindes por el Norte, con la finca familiar 
número uno; por el Sur, con camino de las 
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  fincas que los separa de la finca familiar 
número por el Este, con la finca familiar 
número tres; y por el Oeste, con Carretera 
Estatal se segreguen los dos (2) solares, antes 
mencionadas y se mantenga en el resto de la 
finca las restricciones impuestas por la Ley 
Núm. 107 de 3 de julio de 1974, según 
enmendada.   
 

 RC DE LA C 975 

 

 

 

 

(Por la representante  
González Colón) 

AGRICULTURA 
 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para requerir del Secretario de Agricultura de 
Puerto Rico que de acuerdo con las 
disposiciones del Artículo 11 del Plan de 
Reorganización Núm. 4 de 29 de julio de 2010, 
tome acción inmediata en coordinación con el 
Departamento del Trabajo y Recursos 
Humanos y aquellas otras agencias que sea 
necesario para expandir la participación laboral 
en la industria cafetalera, incluyendo el uso del 
mecanismo de alianza público-privada con 
empresas de la industria cafetalera e industrias 
afines para cumplir dichos objetivos, y provea 
a la Asamblea Legislativa un informe sobre sus 
estrategias a corto, mediano y largo plazo para 
fortalecer el sector.  
 

RC DE LA C 1252 

 

 

 

(Por el representante                    
Torres Zamora) 

 

GOBIERNO 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar al Departamento de la Vivienda a 
transferir a Hogar CREA, Inc., por el valor 
nominal de un dólar ($1.00), el terreno que 
radica en el Barrio Obrero del Municipio de 
San Juan, con área superficial de 951.97705 
metros cuadrados, equivalente a 024221 
cuerdas, en lindes por el Norte, con la Avenida 
E, por el Sur, con las propiedades de los Sres. 
Santiago Rivera Rivera y Fernando Ruiz, por 
el Este con la Calle número 10 y por el Oeste 
con la Calle Tapia número A; y para otros 
fines relacionados.  
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R DE LA C 1365 

 

 
 
 

(Por el representante 
Navarro Suárez y suscrito 

por la representante               
Fernández Rodríguez) 

 

RECREACIÓN Y 
DEPORTES 

 
 

 

(Con enmiendas en el 

Resuelvase y en el Título) 

Para ordenar al Departamento de Recreación y 
Deportes a transferir a la Asociación de 
Propietarios de Parque Forestal, Inc., por el 
valor nominal de un dólar ($1.00), la parcela 
de terreno y estructura ubicada en el barrio 
Caimito del Municipio de San Juan, con un 
área superficial de 3,990.552 metros 
cuadrados, equivalente a 1.015 cuerdas; 
colindando por el NORTE en una 
alineacióncon una distancia total de 
32.256metros lineales con el Sr. Heriberto 
Carbia Ramírez; por el SUR en varias 
alineaciones con una distancia total de33.375 
metros lineales con el Sr. Armando Chirrino 
Falero; por el ESTE en varias alineaciones con 
una distancia total de122.112 metros lineales 
con el Río Piedras; y por el OESTE en varias 
alineaciones con una distancia total de 81.688 
metros lineales con la Calle Poppy, propiedad 
del Departamento, ordenar al Registrador de la 
Propiedad de la Sección correspondiente del 
Registro de la Propiedad a inscribir la referida 
propiedad a favor de la Asociación de 
Propietarios de Parque Forestal, Inc.; y para 
otros fines relacionados.  La parcela de terreno 
de forma irregular radicada dentro de la 
Urbanización Parque Forestal localizada en el 
Barrio Caimito del término municipal de San 
Juan, con una cabida superficial de uno punto 
diez y seis cuerdas (1.16 Cdas.) equivalentes a 
cuatro mil quinientos cincuenta y nueve punto 
veinte y cinco metros cuadrados (4,559.25 
m/c) y en lindes por el Norte, con el Solar 
Numero Veinte y Siete (27) del Bloque B de la 
Urbanización Parque Forestal; por el Sur, con 
el Solar Numero Setenta y Nueve (79) del 
Bloque B de la Urbanización parque Forestal; 
por el Este, con franja de terreno verde 
dedicada a uso público y por el Oeste, con la 
Calle Poppy de la Urbanización Parque 
Forestal, propiedad del Departamento, ordenar 
al Registrador de la Propiedad de la a inscribir 
la referida propiedad a favor de la Asociación 
de Propietarios de Parque Forestal, Inc.; y para 
otros fines relacionados. 
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Informe Positivo sobre el

P. del S. 2583

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Las Comisión de lo Jurídico Civil del Senado de Puerto Rico, previo estudio y

consideración del P. del 5. 2583, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación de esta medida

sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado 2583 tiene el propósito enmendar el Artículo 247 de la Ley Núm.

198 de 8 de agosto de 1979, según enmendada, conocida como la “Ley Hipotecaria y del

Registro de la Propiedad”, a los fines de eximir al Departamento de la Vivienda de realizar las

rectificaciones de cabida por el proceso de Expediente de Dominio en todo exceso mayor del

veinte por ciento (20%) siempre y cuando el Departamento sea el titular de la finca o haya

otorgado dicho título.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

La presente medida, es cónsona con las facultades y misión que ostenta el Departamento

de la Vivienda. Dicha entidad está dedicada a ofrecerle al pueblo de Puerto Rico la oportunidad de vivir

en un hogar propio y seguro, a través de sus diferentes programas de ayuda. La gran mayoría de los casos

que allí se atienden son de familias de escasos recursos económicos. Con la presente medida se viabiliza

una enmienda a la Ley Hipotecaria de Puerto Rico para permitirle, vía excepción, al Departamento de la
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Vivienda, las rectificaciones de cabidas realizadas por éstos mediante escritura pública, cuando la

diferencia constituya una falta conforme al Art. 247.

Según surge de la Exposición de Motivos de la actualmente, el Departamento de la

Vivienda enfrenta el problema de un creciente número de casos en los cuales, al otorgársele

título de propiedad a sus clientes, por error o inadvertencia, se inscribieron las fmcas con cabidas

erróneas, algunas de ellas reflejando un aumento en cabida mayor del veinte por ciento. A estas

familias de escasos recursos se les hace muy oneroso contratar los servicios de un abogado para

que los represente en un tribunal para corregir dichas discrepancias, por lo que es injusto que

nuestros beneficiarios carguen con esta responsabilidad.

La Ley Núm. 198 de 8 de agosto de 1979 establece el Registro de la Propiedad como el

instrumento básico o esencial del Derecho Inmobiliario Registral el cual provee seguridad al

tráfico jurídico de los bienes inmuebles, a través de la publicidad que éste brinda. Así, de la

confiabilidad del Registro dependen la banca hipotecaria, los constructores de hogares, los

notarios, las compañías aseguradoras, los ciudadanos y sobre todo, el Departamento de la

Vivienda como agencia facilitadora para conocer y proteger los intereses de los propietarios que

inscriben sus derechos en el registro.

El Artículo 247 de la Ley Núm. 198, supra, indica el proceso por el cual se lleva a cabo la

rectificación de cabida de las fincas ya inscritas en el Registro de la Propiedad. El referido

Artículo establece, en su tercer inciso, que todo exceso en cabida mayor a un veinte (20%) por

ciento de la cantidad inscrita se corregirá mediante Expediente de Dominio. El Expediente de

Dominio es un procedimiento ex-parte que se realiza en los tribunales, el cual conlleva tiempo y

dinero, además de carga de trabajo adicional para nuestros tribunales y carga al bolsillo de

nuestra gente más necesitada.

RESUMEN DE PONENCIAS

La Comisión de lo Jurídico Civil solicitó comentarios a: Lcda. Gloria Oppenheimer

Keelan, Directora Administrativa del Registro de la Propiedad; Departamento de la

Vivienda; a la Asociación de Notarios de Puerto Rico; al Departamento de Justicia; Escuela

de Derecho de la Universidad Interamericana; Escuela de Derecho de la Universidad de

Puerto Rico; Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico a los



fines de evaluar y analizar la medida objeto de este informe. Sin embargo, al momento de preparar

el presente informe sólo se había recibido un memorial del Departamento de la Vivienda.

El Departamento de la Vivienda favoreció la medida al establecer que la misma tiene

un propósito loable de fomentar la efectividad en la administración, implantación y eficiencia de

los programas y servicios a la población de escasos recursos económicos. Establecieron que

desde hacer varios años han encontrado ciertas situaciones que les han impedido otorgar títulos

de propiedad a residentes que por años esperan ver su anhelado sueño de poder ser dueños de su

propio hogar. Esta problemática que abunda en el Departamento de la Vivienda son los casos de

rectificación de cabida de más de un veinte por ciento (20%) cuando han otorgado título y

cuando aún el Departamento es titular. Estas correcciones de cabida le crea al Departamento de

la Vivienda, serios problemas y dilaciones con los registradores, además de poner una carga

monetaria en las personas que necesitan corregir sus títulos.

Además, el proceso actual es un proceso largo y oneroso para el Departamento ya que

envuelve servicios de abogados para llevar todos estos casos, junta a los clientes, en los

tribunales. Antes esto, y ante el rol que juega el Departamento de la Vivienda en el otorgamiento

de títulos en Puerto Rico, entiende que es meritorio se le permita corregir estos casos mediante

escritura pública, a manera de excepción.

El Departamento de la Vivienda entiende y reconoce la importancia de medidas legislativas

encaminadas a fomentar la efectividad en la administración, implantación y eficacia de los

programas y servicios a la población de escasos recursos económicos.

Por todo lo anterior, el Departamento de la Vivienda, entiende que la presente medida es una de avance,

por lo cual endosan el P. del S. 2583 en todas sus partes.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

Cumpliendo con el Artículo 8 de la Ley 103- 2006, según enmendada, conocida como

“Ley para la Reforma Fiscal del Gobierno de Puerto Rico”, según enmendada, y el Reglamento

del Senado de Puerto Rico, se determina que con la aprobación de esta medida no habrá impacto

fiscal en el presupuesto vigente de las agencias, departamentos, organismos o instrumentahdades

que ameriten certificación de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.



IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, se

determina que la presente medida no representa un impacto fiscal negativo sobre las fmanzas de

los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN

A tenor con lo anterior, esta Asamblea Legislativa reitera su intención de buscar

alternativas para que las situaciones de rectificación de cabida de más de un veinte por ciento

(20%), cuya diferencia obedece a discrepancias, y en terrenos en que el Departamento de la

Vivienda sea el titular o haya otorgado título, le permita al Departamento de la Vivienda realizar

la rectificación, mediante escritura pública. De esta manera se estarán atendiendo los casos con

prontitud, en aras de brindar servicios ágiles a la ciudadanía para que tengan un verdadero acceso

a la justicia y lograr la economía procesal deseada. De esta forma logramos que nuestra

ciudadanía acceda a servicios ágiles y de excelencia.

Tal y como se indica en la Exposición de Motivos, mediante la presente medida se viabiliza

una enmienda a la Ley Hipotecaria de Puerto Rico para permitirle, vía excepción, al

Departamento de la Vivienda, las rectificaciones de cabidas realizadas por éstos mediante

escritura pública, cuando la diferencia constituya una falta conforme al Art. 247. Con la

aprobación de esta medida se logrará que más ciudadanos vean sus sueños de tener su hogar, de

manera más rápida y sin mayores dilaciones.

Por todo lo antes expuesto, la Comisión de lo Jurídico Civil del Senado de Puerto Rico,

previo estudio y consideración, tiene a bien recomendar a este Alto Cuerpo la aprobación del P.

del S. 2583, sin enmiendas.

Civil
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Refrrido a las Comisiones de lo Jurídico Civil; y de Urbanismo e Infraestructura

LEY
Para enmendar el Artículo 247 de la Ley Núm. 198 de 8 de agosto de 1979, según enmendada,

conocida como la “Ley Hipotecaria y del Registro de la Propiedad”, a los fines de eximir al
Departamento de la Vivienda de realizar las rectificaciones de cabida por el proceso de
Expediente de Dominio en todo exceso mayor del veinte por ciento (20%) siempre y
cuando el Departamento sea el titular de la finca o haya otorgado dicho título; y para otros
fines relacionados.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Departamento de la Vivienda fue creado en virtud de la Ley Núm. 97 de 10 de junio

de 1972, según enmendada, con el propósito de dar un enfoque integral al problema de la

vivienda en Puerto Rico y para establecer una coordinación adecuada entre las diferentes

agencias que tienen inherencia en este sector programático.

Luego, mediante la Ley Núm. 58 - 1991, según enmendada, se adoptó la “Ley para

Reorganizar el Departamento de la Vivienda”. Esta ley creó un nuevo concepto del

Departamento para dirigir sus esfuerzos en ser facilitador en el desarrollo de viviendas de interés

social, fortalecer su rol social y comunal en la rehabilitación de viviendas y propiciar la

participación del sector privado en la construcción de viviendas de interés social.

Como es de todos conocido, el Departamento de la Vivienda es el organismo de la rama

ejecutiva dedicado a ofrecerle al pueblo de Puerto Rico la oportunidad de vivir en un hogar
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propio y seguro, a través de sus diferentes programas de ayuda. La gran mayoría de los casos que

allí se atienden son de familias de escasos recursos económicos.

Actualmente, el Departamento de la Vivienda enfrenta el problema de un creciente

número de casos en los cuales, al otorgársele título de propiedad a sus clientes, por error o

inadvertencia, se inscribieron las fincas con cabidas erróneas, algunas de ellas reflejando un

aumento en cabida mayor del veinte por ciento. A estas familias de escasos recursos se les hace

muy oneroso contratar los servicios de un abogado para que los represente en un tribunal para

corregir dichas discrepancias, por lo que es injusto que nuestros beneficiarios carguen con esta

responsabilidad.

La Ley Núm. 198 de 8 de agosto de 1979 establece el Registro de la Propiedad como el

instrumento básico o esencial del Derecho Inmobiliario Registral el cual provee seguridad al

tráfico jurídico de los bienes inmuebles, a través de la publicidad que éste brinda. Así, de la

confiabilidad del Registro dependen la banca hipotecaria, los constructores de hogares, los

notarios, las compañías aseguradoras, los ciudadanos y sobre todo, el Departamento de la

Vivienda como agencia facilitadora para conocer y proteger los intereses de los propietarios que

inscriben sus derechos en el registro.

El Artículo 247 de la Ley Núm. 198, supra, indica el proceso por el cual se lleva a cabo

la rectificación de cabida de las fincas ya inscritas en el Registro de la Propiedad. El referido

Artículo establece, en su tercer inciso, que todo exceso en cabida mayor a un veinte (20%) por

ciento de la cantidad inscrita se corregirá mediante Expediente de Dominio. El Expediente de

Dominio es un procedimiento ex-parte que se realiza en los tribunales, el cual conileva tiempo y

dinero, además de carga de trabajo adicional para nuestros tribunales y carga al bolsillo de

nuestra gente más necesitada.

A tenor con lo anterior, es la intención de esta Asamblea Legislativa de Puerto Rico

buscar alternativas para que las situaciones de rectificación de cabida de más de un veinte por

ciento (20%), cuya diferencia obedece a discrepancias, y en terrenos en que el Departamento de

la Vivienda sea el titular o haya otorgado título, se le permita al Departamento de la Vivienda

realizar la rectificación, mediante escritura pública, atendiéndose los casos con prontitud, en aras

de brindar servicios ágiles a la ciudadanía para que tengan un verdadero acceso a la justicia y

lograr la economía procesal deseada.
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Es el interés de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico que la ciudadanía acceda a

servicios ágiles y de excelencia. Asimismo, la Asamblea Legislativa reconoce que el cúmulo de

trámites por vía judicial conlieva dilaciones en la tramitación de documentos que son de vital

importancia para la comunidad en general. En su virtud, la Asamblea Legislativa dispone que se

enmiende la Ley Hipotecaria de Puerto Rico para permitirle, vía excepción, al Departamento de

la Vivienda, las rectificaciones de cabidas realizadas por éstos mediante escritura pública,

cuando la diferencia constituya una falta conforme al Art. 247.

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Artículo 1.- Se enmienda el inciso tercero del Artículo 247, de la Ley Núm. 198 de

2 agosto de 1979, según enmendada, para que lea como sigue:

3 “Artículo 247.-

4 La rectificación de cabida de todas las fmcas ya inscritas podrá hacerse constar en el

5 Registro por cualquiera de los medios que siguen:

6

7 Tercero. - Mediante expediente de dominio, por todo el exceso, cuando éste fuere mayor

8 del veinte (20) por ciento. En este caso se citará el dueño anterior inmediato aunque haya

9 trasmitido por escritura pública. En los casos en que el Departamento de la Vivienda sea

10 el titular de dicha finca o haya otorgado dicho título, la rectificación de cabida podrá

11 realizarse mediante escritura pública y la oportuna mensura técnica acreditada con

12 arreglo a lo dispuesto en esta Ley.”

13 Artículo 2.-El Departamento de Justicia adoptará las medidas pertinentes para la

14 conformación del Reglamento para la Ejecución de la Ley Hipotecaria y del Registro de la

15 Propiedad.

16 Artículo 3.- Si cualquier palabra, inciso, oración, artículo, sección o parte de la presente

17 Ley fuera declarada inconstitucional o nula por un Tribunal competente, tal declaración no
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1 afectará o invalidará las restantes disposiciones de esta Ley, sino que su efecto se limitará a la

2 palabra, inciso, oración, artículo, sección o parte específica declarada inconstitucional o nula y la

3 nulidad o invalidez de cualquier palabra, inciso, oración, artículo, sección o parte de la presente

4 Ley declarada en algún caso, no se entenderá que afecta o perjudica en sentido alguno su

5 aplicación o validez en cualquier otro caso.

6 Artículo 4.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
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Informe Positivo sobre el P del S 2621

AL SENADO DE PUERTO RICO

Vuestra Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideración, tiene el honor de recomendar a este Alto Cuerpo la aprobación del Proyecto del
Senado Número 2621, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado Número 2621, tiene el propósito de enmendar los Artículos 13 y
14 de la Ley Núm. 42-2010, “Ley del Inspector General del Gobierno de Puerto Rico”, a los
efectos de excluir a la Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno
y la Judicatura y el Sistema de Retiro para Maestros, de la responsabilidad de trasferir el personal
de Auditoría Interna a la Oficina del Inspector General.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

Atendiendo su responsabilidad y deber ministerial en el estudio y evaluación de toda
pieza legislativa, la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico solicitó sus comentarios a
diversas entidades públicas y privadas, sobre el Proyecto del Senado Número 2621. Entre estas,
la Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados de Gobierno y la Judicatura
y el Sistema de Retiro para Maestros.

La Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados de Gobierno y la
Judicatura, y el Sistema de Retiro para Maestros remitieron un memorial en el que nos
indican que apoyan en su totalidad esta medida y en especial el propósito de la creación d ela
misma ya que entienden que esta identifica y explica con gran claridad las razones que justifican
que los empleados de las Oficinas de Auditoría Interna de los Sistemas, no pasen a ser
empleados de la Oficina del Inspector General.

Estos expresan que lo que motivó la creación de la Oficina del Inspector General fueron
dos problemas fundamentales. El primero de ellos que el Gobierno de Puerto Rico tiene
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múltiples organismos internos de auditoría que son costosos, carecen de uniformidad y no están
adecuadamente coordinados. El segundo que estas oficinas internas de auditoría carecen de
autonomía por que le responden al directivo de la agencia, al cual en muchas ocasiones tienen
que fiscalizar. Lo que conlieva una falta de independencia de criterio, objetividad y posible
conflicto de interés al realizar las investigaciones para evaluar la eficiencia y efectividad de las
actividades y referir hallazgos. Es como solución a dichos problemas que se crea la Oficina del
Inspector General, el cual agrupa a los empleados de las oficinas de auditoría interna para un
manejo más eficiente, uniforme, y económico de los recursos del Gobierno de Puerto Rico.

De la misma manera, estos entienden que los Sistemas de Retiro cuentan con las
características antes mencionadas. Mencionan que las Oficinas de Auditoría Interna de los
Sistemas de Retiro le responden a la Junta de Síndicos y, por tanto, cuentan con independencia
de criterios para evaluar y auditar la operación de los Sistemas. De igual forma, los Sistemas de
Retiro cuentan con fondos propios por lo que las Oficinas de Auditoría Interna no son sufragadas
en parte por el Fondo General. Más aún los Sistemas de Retiro tienen la naturaleza cte
fideicomisos que hace su exclusión una más necesaria que en los casos de corporaciones
públicas.

También indican que la Oficina de Auditoría Interna es la herramienta que tiene la Junta
de Síndicos para verificar el funcionamiento de la gerencia de los Sistemas. Si dichos empleados
pasan a responderle al Inspector General, las juntas perderían la autoridad para delegarle tareas y
afectaría su independencia del deber de fiducia de velar por las operaciones de los Sistemas. Por
lo que en consideración a todo lo anterior apoyan la medida.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

A tenor con el Artículo 3 de la Ley Núm. 321-1999, conocida como “Ley de Impacto
Fiscal Municipal”, la Comisión suscribiente ha determinado que la aprobación de esta medida no
conllevará impacto fiscal directo sobre las finanzas de los gobiernos municipales.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con el Artículo 8 de la Ley Número 103-2006, conocida como “Ley para la
Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2006”, de que no se
aprobará ninguna Ley o Resolución que requiera la erogación de fondos públicos sin antes
mediar certificaciones bajo juramento del Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y del
Secretario de Hacienda, ambas por separado, sobre la disponibilidad de fondos recurrentes o no
recurrentes, para financiar las mismas, identificando su fuente de procedencia; y que de existir un
impacto fiscal, el informe legislativo deberá contener recomendaciones que subsane el efecto
negativo que resulte de la aprobación de la medida, como también deberán identificarse los
recursos a ser utilizados por la entidad afectada para atender tales obligaciones; la Comisión
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suscribiente ha determinado que esta medida no tiene impacto fiscal sobre las arcas del
Gobierno Central.

CONCLUSIÓN

Es necesario el que se mantenga la transparencia de los procesos ante nuestras agencias
gubernamentales. Esto con el fm de evitar el que se suscite algún conflicto de interés entre estas
respectivamente. Tomando en cuenta que la Junta de Síndicos de los Sistemas de Retiro de los
Empleados del Gobierno de Puerto Rico y la Judicatura administra ambos fideicomisos, es esta
responsable de velar que los fondos y recursos de ambos Sistemas se utilicen para el beneficio
exclusivo de sus participantes y beneficiarios, por lo que sería contrario a su responsabilidad
fiduciaria el permitir que sus empleados y recursos de Auditoría Interna, pasen a formar parte de
la Oficina del Inspector General.

En la medida en que el Sistema cuenta con sus propios fondos, al operar como
fideicomiso, procede excluirla de la transferencia de empleados, ya que esto podría traer como
conseçuencias negativas sobre la operación de la entidad y el uso de fondos restrictos del
Sistema. Si los empleados de la Oficina de Auditoría pasaran a responderle al Inspector General,
la Junta de Síndicos tendría que solicitarle autorización para que auditen algún asunto, lo que
podría llevar a un grave conflicto de interés, de no realizarse. Es indudable la existencia de la
obligación moral de evitar incurrir en un conflicto de intereses, por lo que a tenor con lo anterior,
la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración,
recomienda la aprobación del Proyecto del Senado Número 2621, sin enmiendas.

Comisión de Gobierno
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LEY

Para enmendar los Artículos 13 y 14 de la Ley Núm. 42-2010, “Ley del Inspector General del
Gobierno de Puerto Rico”, a los efectos de excluir a la Administración de los Sistemas de
Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura y el Sistema de Retiro para Maestros,
de la responsabilidad de trasferir el personal de Auditoría Interna a la Oficina del Inspector
General.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Mediante la Ley Núm. 42- 2010, esta Asamblea Legislativa creó la Oficina del Inspector

General del Gobierno de Puerto Rico, con el proposito de promover la integridad y eficiencia en

el manejo de los fondos publicos

Dicha Ley, tiene el proposito de aumentar los controles, mediante la realizacion de auditorias

y revisiones preventivas de las entidades gubernamentales. Sobre este particular expresamente

extiende su aplicabilidad a las “agencias, departamentos, oficinas e instrumentalidades de la

rama ejecutiva, incluyendo a las corporaciones públicas”.

Conforme el artículo 1-101 de la Ley 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada, se

establece y se crea el Sistema de Retiro de los Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto

Rico, como un fideicomiso. A tales efectos los fondos de dicho sistema, “. . . se utilizarán y

aplicarán, según lo dispuesto en esta Ley, en provecho de los miembros participantes de su

matrícula, sus dependientes y beneficiarios...”. Los fondos de los que se nutre el Sistema,

provienen de las aportaciones patronales e individuales de los participantes y se utilizan para el



2

pago de anualidades por retiro e incapacidad, beneficios por defunción y otros beneficios. De la

misma manera, la Ley Núm. 12 de 19 de octubre de 1954, según enmendada, creó el Sistema de

Retiro para la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, con el propósito de

establecer un medio eficiente y económicamente solvente para proveer pensiones y otros

beneficios para los Jueces participantes. Conforme establece el artículo 9 de dicha Ley, supra:

“El Sistema creado por esta Ley se considerará como un fideicomiso separado y distinto de toda

entidad gubernamental, y se mantendrá exclusivamente con el propósito de proveer pagos por

pensión o por incapacidad y otros beneficios a los participantes, pensionados y beneficiarios.”

El fideicomiso conforme lo define el Código Civil de Puerto Rico de 1930, 31 LP.R.A.

2541, es un mandato irrevocable transmitido a una persona para que lo administre, denominada

ésta fideicomisario. Como consecuencia, las leyes antes citadas han establecido que los fondos

de sus respectivos fideicomisos sean destinados al pago de beneficios a los participantes y

beneficiarios de dichos Sistemas.

Ambas leyes encomendaron la administración de sus fideicomisos a una Junta de Síndicos

responsable de fiscalizar y velar que sus disposiciones se pongan en vigor. A fin de garantizar

dichos propósitos se establece la Oficina de Auditoría Interna que ejecuta los mismos principios

y controles dispuestos en la Ley Núm. 42, supra. Al igual que en las corporaciones públicas, la

Oficina de Auditoría Interna responde y es supervisada por su Junta de Síndicos. De igual

U forma, el presupuesto asignado a dicha Oficina no proviene del fondo general y sí de los fondos

provenientes de los fideicomisos que le fueron encomendados a la Junta de Síndicos.

La Ley Núm. 42, dispone en sus artículos 13 y 14 la transferencia del personal de Auditoría

Interna de las entidades gubernamentales a la Oficina del Inspector General; con la única

excepción de las corporaciones públicas. Dicha transferencia confleva igualmente, la partida

presupuestaria correspondiente a la compensación que se le paga a dicho personal. Tomando en

consideración que la Junta de Síndicos de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno

de Puerto Rico y la Judicatura administra ambos fideicomisos, es esta entonces responsable de

velar por el uso de los fondos y recursos de dichos Sistemas para beneficio exclusivo de sus

participantes y beneficiarios. Por tanto, sería contrario a su responsabilidad fiduciaria el permitir

que sus empleados y recursos de Auditoría Interna, pasen a formar parte de la Oficina del

Inspector General.
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El Sistema de Retiro para Maestros fue creado por la Ley Núm. 91-2004, según enmendada,

y cuenta con las características principales que entendemos motivaron la exclusión de las

corporaciones del traslado de empleados al amparo de la Ley Núm. 42, supra.

La primera es la organización administrativa del Sistema, que cuenta con una Junta de

Síndicos como cuerpo rector que tienen el deber de fiducia de administrar y fiscalizar. En

segundo lugar, la oficina de auditoría es independiente y le responde a la Junta de Síndicos y

como tal ya cuentan con independencia de criterio del funcionario que administra día a día el

Sistema. Finalmente, cuenta con fondos propios que se nutren de las aportaciones patronales e

individuales de los participantes. La Ley Núm. 42, supra, persigue disminuir los gastos al Fondo

General de tener múltiples oficinas de auditorías en la rama ejecutiva. En la medida que el

Sistema cuenta con sus propios fondos, al igual que las corporaciones, procede excluirla del

traspaso de empleados.

Esta conclusión, también se fundamenta por las consecuencias que tendría sobre la operación

de la entidad y sobre el uso de fondos restrictos del Sistema. La Oficina de Auditoría Interna es

una de las herramientas, sino la principal, que tiene la Junta de Síndicos para verificar

independientemente, si se ha cumplido con una directriz o con las leyes y reglamentos que

regulan al Sistema. Silos empleados de la Oficina de Auditoría pasan a responderle al Inspector

General, la Junta de Síndicos tendría que solicitarle autorización para que auditen algún asunto.

Sin lugar a dudas ello constituye un golpe a los poderes e independencia de la Junta de Síndicos.

Por otro lado, en el Artículo 14 de la Ley Núm. 42, supra, establece que todos los empleados

de la Oficina de Auditoría Interna pasarían a ser empleados de la Oficina del Inspector General,

pero continuaría el Sistema de Retiro para Maestros pagando sus salarios y beneficios. Sin

embargo, la Ley Núm. 42, supra, no obliga al Inspector General a utilizar los empleados que

reciba de cierta agencia para hacer auditorías en dicha agencia. Por lo tanto, se podrían utilizar

los auditores que el Sistema de Retiro para Maestros sufraga, para hacer auditorías de otras

agencias, municipios y entidades privadas que reciban fondos estatales y federales. Por tanto, se

podrían utilizar los fondos restrictos para otorgar pensiones y beneficios, para otros propósitos.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO

Artículo 1.- Se enmienda el Artículo 13 y 14 de la Ley Núm. 42-2010, conocida como “Ley del

2 Inspector General del Gobierno de Puerto Rico”, para que lea como sigue:
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1 “Artículo 13.- Responsabilidad de las Agencias, Departamentos y Entidades de la Rama

2 Ejecutiva

3 Cada Auditor Interno de las agencias, departamentos y entidades de la Rama Ejecutiva, en lo

4 sucesivo se reportarán directamente a la Oficina, excepto los auditores internos adscritos a las

5 corporaciones publicas, a los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura

6 y el Sistema de Retiro para Maestros. No obstante, su compensación será sufragada del

7 presupuesto de cada agencia, departamento o entidad gubernamental de la cual éste provenga.”

8 “Artículo 14 - Transferencias

9 Se transfiere a la Oficina el personal, presupuesto, documentos, expedientes, materiales y

10 equipo del Área de Auditoría de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. Igualmente, se

11 transfieren a esta Oficma el personal adscrito a las distmtas unidades de auditoría interna de las

12 entidades gubernamentales, con excepción del personal de las corporaciones públicas; el

(7 13 personal y recursos de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura; y

14 el Sistema de Retiro para Maestros.

15 Este personal retendrá todos los derechos, privilegios, obligaciones y estatus, respecto a

16 cualquier sistema o sistemas existentes de pensión, retiro o fondos de ahorro y préstamo al cual

17 estuvieron afiliados al aprobarse esta Ley, mientras se mantengan en el mismo puesto que

18 ocupaban al momento de la transferencia.

19 Mientras el Director de la Oficina no reubique el mismo personal, éste permanecerá en las

20 agencias en las cuales han sido nombrados.”

21 Artículo 2.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

Vuestra Comisión de Hacienda, previo estudio y consideración del P del S 22, -

recomienda a este Alto Cuerpo, la aprobacion de esta medida sin enmiendas

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. del S. 2622 tiene el propósito de enmendar la Sección 4030.10(a) de la Ley 1-
2011, según enmendada, conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo

Puerto Rico”, a los fines de excluir del pago del Impuesto de Venta y Uso (WU), los

derechos de admisión a eventos educativos auspiciados por escuelas elementales,

intermedias, superiores, universidades o colegios, públicas o privadas, dedicadas a la

prestación de servicios educativos.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

Se desprende de la exposición de motivos que nuestra administración se ha

destacado por, entre otras cosas, promover la proliferación de actividades educativas

para el disfrute y aprovechamiento de nuestros estudiantes de escuelas públicas,

privadas y universidades. Como parte de nuestro compromiso con la educación y los

vehículos educativos hemos sido cautelosos al imponer el Impuesto de Venta y Uso

(TVU) a los servicios relacionados con la prestación de estos servicios.

El Departamento de Hacienda ha interpretado restrictivamente la Sección 4030.10

del Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico (CRIPNP) imponiendo el

(IVU) a actividades y/o eventos teatrales y/o artísticos de índole estrictamente



educativa. Es imprescindible que se enmiende esta Sección para establecer la exención
del (IVIJ) a estas actividades.

Debemos considerar que este tipo de actividades y/o eventos teatrales y/o artísticos
de índole educativo es uno integral y complementario dentro de la gama de servicios
educativos que pueden ofrecerse para el beneficio y enriquecimiento, no tan sólo de los
estudiantes y maestros, sino también del mismo currículo escolar y que es inclusive
imprescindible dentro del marco y estructura de enseñanza curricular del
Departamento de Educación Federal. El encarecimiento de los mismos podría hacer
estos eventos inaccesibles a una parte significativa de nuestros jóvenes. Además la
imposición del (IVU) a actividades educativas es contraria a la política pública de
nuestro Gobierno.

Luego de evaluar esta medida desde el punto de vista fiscal, resulta forzoso
concluir que la misma pudiera tener el efecto fiscal de reducir la base contributiva de
recaudos del IVU. Sobre esto, hay que recordar que los ingresos del IVU se distribuyen
entre el Fondo General, la Corporación para el Financiamiento del Fondo de Interés
Apremiante (“COFINA”) y los Municipios.

El IVU fue creado mediante la Ley 117-2006, la cual enmendó la Ley 120-1994,
según enmendada, conocida como “Código de Rentas Internas de 1994”. El IVU de 7%,
sustituyó el arbitrio general de 5% y se estratificó imcialmente a base de 45% para el
gobierno central, 1.5% para los municipios y 1% del Fondo de Interés Apremiante (en
adelante, “FIA”). De hecho, la Ley Núm. 91-2006 creó el MA con el propósito de
contribuir al pago de la deuda extra-constitucional del Gobierno de Puerto Rico
existente al 30 de junio de 2006 a través de la Corporación del Fondo de Interés
Apremiante de Puerto Rico (en adelante, “COFINA”).

COFINA se constituyó como una afiliada del Banco Gubernamental de Fomento
para Puerto Rico con el Propósito de emitir bonos que se utilizarían para pagar o
refinanciar toda o parte de la deuda extra-constitucional. Más adelante, la Ley 1-2009,
enmendó la Ley 91-2006 para enmendar la tasa que se destina a COFINA a 2% del total
del IVIJ y utilizar el incremento en recaudos como colateral para las emisiones de bonos

2



que contribuyan a subsanar la insuficiencia fiscal de los años 2009, 2010, y 2011, entre

otros propósitos.

En el 2009, nuevamente se aumentó la tasa atribuida al HA en un 0.75%. Desde

el año 2010, la configuración del IVU está en función de 2.75% tanto para el gobierno

central como el FIA y 1.5% para los municipios.

Es pertinente destacar lo siguiente (i) COFINA se nutre del 2 75% del recaudo de

dicho impuesto o la renta fija, lo que sea mayor, (ji) la renta fija incrementa por 4% cada

año fiscal hasta un máximo de $1,850 millones y (iii) las emisiones de bonos de COFINA

se han estructurado para que el pago de deuda en cada año sea igual a la renta fija

correspondiente a dicho año fiscal. Además, se debe notar que la renta fija ha excedido

el 275% del recaudo del IVU durante los últimos dos años fiscales En vista de la

importancia del fondo de COFINA, cualquier medida que pueda afectar sus ingresos

debe ser analizada de manera seria y responsable.

Teniendo en cuenta el trasfondo antes indicado, hemos evaluado esta medida

sopesando como esta exención al WU podría afectar COFINA, versus como la misma

fomenta una actividad que redunda en beneficio no solo de los estudiantes de Puerto

Rico, sino de nuestra sociedad en general. En este sentido, resulta imprescindible

identificar mecanismos que viabilicen la aprobación de la medida, sin que afecte los

ingresos garantizados a COFINA.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

En cumplimiento con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 de 2006, esta Comisión

evaluó la presente medida. La medida, en su acepción más general, puede representar

un impacto anual por ingresos de 1VU. Sin embargo, el impacto de la medida será uno

muy reducido.

Concluimos que las disposiciones de esta medida, no tienen un impacto

significativo, comparado con un beneficio de gran importancia para todos nuestros

ciudadanos.



IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado de Puerto Rico,

esta Comisión evaluó la presente medida y la aprobación de la misma no tendrá

impacto fiscal negativo sobre los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN

Por las razones antes expuestas, la Comisión de Hacienda recomienda la

aprobación de la medida sin enmiendas.

Respetuosamente sometido,

Migdalia Padilla Alvelo
Presidenta
Comisión de Hacienda

4
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LEY

Para enmendar la Sección 4030.10(a) de la Ley 1-2011, según enmendada, conocida como
“Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”, a los fmes de excluir del pago del
Impuesto de Venta y Uso (IVU), los derechos de admisión a eventos educativos auspiciados
por escuelas elementales, intermedias, superiores, universidades o colegios, públicas o
privadas, dedicadas a la prestación de servicios educativos.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Nuestra administración se ha destacado por, entre otras cosas, promover la proliferación de

actividades educativas para el disfrute y aprovechamiento de nuestros estudiantes de escuelas

públicas, privadas y universidades. Como parte de nuestro compromiso con la educación y los

vehículos educativos hemos sido cautelosos al imponer el Impuesto de Venta y Uso (IVU) a los

servicios relacionados con la prestación de estos servicios.

El Departamento de Hacienda ha interpretado restrictivamente la Sección 4030.10 del

Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico (CRIPNP) imponiendo el (IVU) a

actividades y/o eventos teatrales y/o artísticos de índole estrictamente educativo. Es

imprescindible que se enmiende esta Sección para establecer la exención del (IVU) a estas

actividades.

Debemos considerar que este tipo de actividades y/o eventos teatrales y/o artísticos de índole

educativo es uno integral y complementario dentro de la gama de servicios educativos que

pueden ofrecerse para el beneficio y enriquecimiento, no tan sólo de los estudiantes y maestros,

sino también del mismo currículo escolar y que es inclusive imprescindible dentro del marco y

estructura de enseñanza curricular del Departamento de Educación Federal. El encarecimiento de
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los mismos podría hacer estos eventos inaccesibles a una parte significativa de nuestros jóvenes.

Además la imposición del (IVU) a actividades educativas es contraria a la política pública de

nuestro gobierno.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Artículo 1.-Se enmienda la Sección 4030.10(a) a la Ley 1-2011, según enmendada,

2 conocida como “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”, para que lea como

3 sigue:

4 “Sección 4030 10 - Exención sobre Derechos de Admision

5 (a) Estarán exentos de los impuestos fijados en este Subtítulo, los

6 derechos de admisión a eventos [de atletismo] deportivos, actividades

7 y/o eventos teatrales y/o artísticos de índole educativo o de otro tipo

8 auspiciados por escuelas elementales, intermedias, superiores,

9 universidades o colegios, públicas o privadas, dedicadas a la prestación

10 de servicios educativos.”

11 Artículo 2.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.

\
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AL SENADO DE PUERTO RICO

Vuestra Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos Humanos, previo
estudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del Proyecto del Senado
2685, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El propósito de esta medida es enmendar el inciso (3) de la Sección 6.8 del Artículo 6, de
la Ley 184 - 2004, según enmendada, conocida como “Ley para la Administración de los
Recursos Humanos en el Servicio Público”, a los fines de atemperar conforme al Código Penal
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (2004) los delitos por los cuales, de ser convicta la
persona, son causa de inelegibilidad para empleo, contrato de servicios profesionales en el
servicio público, o aspirar u ocupar cargo electivo alguno.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

De la Exposición de Motivos de esta pieza legislativa se desprende que la Ley 184-2004,
según enmendada, conocida como “Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el
Servicio Publico”(en adelante, la Ley), contiene entre sus disposiciones, velar por el apoyo y
sosten de la confianza que espera el pueblo de sus instituciones gubernamentales en la gestion
del servicio publico A tenor con este precepto, formula como pnncipio la necesidad de atraer y
mantener en el servicio publico personas que no hayan incumdo en conducta impropia
sancionada por el ordenamiento jurídico.

Sin embargo, la Ley, al reconocer en el Estado, un gran interés gubernamental de que
todas aquellas personas que fueron inhabilitadas para ocupar puestos en el servicio público
puedan, por sus propios méritos, superar la situación que los inhabilitó e integrarse o reintegrarse
al servicio, dispone las normas que regirán el cumplimiento de este propósito. Así, en su
Sección 4.3, inciso 2(d) establece como función y facultad de la Oficina de Capacitación y
Asesoramiento en Asuntos Laborales y de Administración de Recursos Humanos (OCALARH)
habilitar para el servicio público a personas inelegibles.
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La Ley regula el proceso de habilitación para el servicio público a tenor con los
conceptos y tipificaciones de los delitos, conductas y sanciones procedentes del orden jurídico,
cuya fuente legal de su exposición en la Sección 6.8, inciso ( 3 ) del Artículo 6— Administración
de los Recursos Humanos del Servicio Público, es el denominado “Código Penal del Estado
Libre Asociado de Puerto Rico “, Ley Núm. 115 de 22 de julio de 1974, según enmendada, en el
que se sustentan las disposiciones estatuidas en la Ley referentes a los períodos de inelegibilidad
para el empleo público.

El Código citado, fue derogado por la Ley 149- 2004, según enmendada, conocida
también como “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico “. El nuevo Código
Penal adoptado (2004), ha requerido que se enmiende el texto de la Ley en su Sección 6.8, inciso
3, antes mencionada, para atemperar los artículos de los delitos referenciados en el Código
anterior, conforme a las modificaciones, número y denominación estatuida.

A tenor con la exposición temática del Código Penal vigente, los artículos de los delitos
estatuidos en las disposiciones de la Ley se refieren a delitos contra los bienes y derechos
patrimoniales, de las apropiaciones ilegales, de los daños a la propiedad; de las defraudaciones;
delitos contra la seguridad de las transacciones, de las falsificaciones; delitos contra la seguridad
colectiva, de interferencias con los servicios públicos; delitos contra la función gubernamental,
contra el ejercicio gubernamental, contra el ejercicio del cargo público; de los delitos contra los
fondos públicos y delitos contra la función judicial.

Esta Comisión solicitó memorial explicativo a la Oficina de Capacitación y
Asesoramiento en Asuntos Laborales y Administración de Recursos Humanos (OCALARH) y al
Departamento de Justicia. Este último no ha enviado sus comentarios al momento de la
redacción de este informe.

La Oficina de Capacitación y Asesoramiento en Asuntos Laborales y
Administración de Recursos Humanos (OCALARH) indica que en la Exposición de Motivos
de este proyecto se resalta que la Ley Núm. 184, supra, contiene entre sus disposiciones el velar
por el apoyo y sostén de la confianza que espera el pueblo de sus instituciones gubernamentales
en la gestión del servicio público. A tenor con este precepto, formula como principio la
necesidad de atraer y mantener en el servicio público a personas que no hayan incurrido en
conducta impropia sancionada por el ordenamiento jurídico. La Ley Núm. 184, supra, además
reconoce el gran interés gubernamental del Estado en que todas aquellas personas que en
determinado tiempo quedaron inhabilitadas para ocupar puestos en el servicio público puedan,
por sus propios méritos, superar la situación que los inhabilitó e integrarse o reintegrarse al
servicio.

No obstante lo anterior, el Estado también reconoce un gran interés gubernamental en que
aquellas personas que hayan incurrido en delitos en el ejercicio de la funcion publica, cuya
fuente legal es el denominado “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico “, Ley
Núm. 115 de 22 de junio de 1974, según enmendada, sean inelegibles para empleo en el servicio
público por determinado periodo de tiempo. Estos períodos de enelegibilidad se encuentran
estatuidos en la Sección 6.8, inciso (2), de la precitada Ley. Añaden que, como bien señala la
Exposicion de Motivos de este proyecto del Senado 2685, el citado Codigo Penal fue derogado
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por la Ley Núm. 149-2004, según enmendada, conocida también como “Código Penal del
Estado Libre Asociado de Puerto Rico”. La adopción de este nuevo Código Penal requiere que
se atemperen los delitos enumerados en la Ley Núm. 184, supra, Sección 6.8, inciso (3), a
nuestro nuevo ordenamiento jurídico penal. Luego de comparar los delitos estatuidos en el
Código Penal de 2004, vigente, entienden que la enmienda propuesta brinda mayor claridad
sobre cuáles conductas sancionadas por el ordenamiento jurídico, que de ser cometidas en el
ejercicio de la función pública y la persona ser convicta, las hace inelegibles de forma
permanente o por determinado penodo de tiempo para ocupar puestos en el servicio publico,
brindar servicios profesionales, o aspirar u ocupar cargo electivo alguno.

Por todo lo antes expuesto, OCALARH favorece, sin reparos, la aprobación de este
proyecto.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

Cumpliendo con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y la Ley Núm. 81 de 30 de
agosto de 1991, según enmendada, se determina que esta medida no impacta las finanzas de los
municipios.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y el Artículo 8 de la Ley Núm.
103 de 25 de mayo de 2006, “Ley para la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico”, se determina que la aprobación de esta medida no tendrá impacto
fiscal sobre los presupuestos de las agencias, departamentos, organismos, instrumentalidades o
corporaciones públicas que amerite certificación de Oficina Gerencia y Presupuesto.

Por todo lo antes expuesto, la Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos
Humanos, previo estudio y consieración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del
P. del 5. 2685, sin enmiendas.

Respetuosamente sometido

Luz Z. (Lucy) Arce Ferrer
Presidenta
Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y
Recursos Humanos
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Referido a las Comisiones de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos Humanos

LEY

Para enmendar el inciso (3) de la Sección 6.8 del Artículo 6, de la Ley 184 - 2004, según
enmendada, conocida como “Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el
Servicio Público”, a los fines de atemperar conforme al Código Penal del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico (2004) los delitos por los cuales, de ser convicta la persona, son
causa de inelegibilidad para empleo, contrato de servicios profesionales en el servicio
público, o aspirar u ocupar cargo electivo alguno.

EXPOSICION DE MOTIVOS
La Ley 184-2004, según enmendada, conocida como “Ley para la Administración de los

Recursos Humanos en el Servicio Público”(en adelante, la Ley), contiene entre sus

disposiciones, velar por el apoyo y sostén de la confianza que espera el pueblo de sus

instituciones gubernamentales en la gestión del servicio público. A tenor con este precepto,

formula como principio la necesidad de atraer y mantener en el servicio público personas que no

hayan incurrido en conducta impropia sancionada por el ordenamiento jurídico.

Sin embargo, la Ley, al reconocer en el Estado, un gran interés gubernamental de que todas

aquellas personas que fueron inhabilitadas para ocupar puestos en el servicio público puedan, por

sus propios méritos, superar la situación que los inhabilitó e integrarse o reintegrarse al servicio,

dispone las normas que regirán el cumplimiento de este propósito. Así, en su Sección 4.3, inciso

2(d) establece como función y facultad de la Oficina de Capacitación y Asesoramiento en

Asuntos Laborales y de Administración de Recursos Humanos (OCALARH) habilitar para el

servicio público a personas inelegibles.
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La Ley regula el proceso de habilitación para el servicio público a tenor con los conceptos y
tipificaciones de los delitos, conductas y sanciones procedentes del orden jurídico, cuya fuente
legal de su exposición en la Sección 6.8, inciso ( 3 ) del Artículo 6 — Administración de los
Recursos Humanos del Servicio publico, es el denominado “Codigo Penal del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico “, Ley Núm. 115 de 22 de julio de 1974, según enmendada, en el que se
sustentan las disposiciones estatuidas en la Ley referentes a los períodos de inelegibilidad para el
empleo público.

El Código citado, fue derogado por la Ley 149- 2004, según enmendada, conocida también
como “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico “. El nuevo Código Penal
adoptado (2004), ha requerido que se enmiende el texto de la Ley en su Sección 6.8, inciso 3,
antes mencionada, para atemperar los artículos de los delitos referenciados en el Código anterior,
conforme a las modificaciones, número y denominación estatuidas.

A tenor con la exposición temática del Código Penal vigente, los artículos de los delitos
estatuidos en las disposiciones de la Ley se refieren a delitos contra los bienes y derechos
patrimoniales, de las apropiaciones ilegales, de los dafios a la propiedad; de las defraudaciones;
delitos contra la seguridad de las transacciones, de las falsificaciones; delitos contra la seguridad
colectiva, de interferencias con los servicios públicos; delitos contra la función gubernamental,
contra el ejercicio gubernamental, contra el ejercicio del cargo público; de los delitos contra los
fondos públicos y delitos contra la función judicial.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Artículo 1.-Se enmienda el inciso (3) de la Sección 6.8 del Artículo 6 de la Ley 184 -

2 2004, según enmendada, para que lea como sigue:

3 “Artículo 6.- Administración de los Recursos Humanos del Servicio Público

4 Sección 6.8.-HABILITACION EN EL SERVICIO PUBLICO

5 Es necesario que las personas que formen parte del Servicio Público no hayan incurrido en

6 conducta impropia sancionada por el ordenamiento jurídico. No obstante, el Estado tiene un

7 gran interés gubernamental de que todas aquellas personas que en determinado tiempo
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1 quedaron inhabilitadas para ocupar puestos en el servicio público puedan, por sus propios

2 méritos, superar la situación que los inhabilitó e integrarse o reintegrarse, según sea el caso, al

3 servicio. A continuación se disponen las normas que harán viable ese propósito.

4 1.

5 2.

6 13. También serán inelegibles de forma permanente para empleo, contrato de

7 servicios profesionales en el servicio público, o aspirar u ocupar cargo electivo

8 alguno a toda persona que haya sido convicta en la jurisdicción del Estado Libre

9 Asociado de Puerto Rico, en la jurisdicción federal o en cualquiera de los estados

10 de los Estados Unidos por cualquiera de los delitos que se mencionan a

11 continuación, cuando constituyan delito grave y se haya cometido en el ejercicio de

12 una función pública, según se define en el Artículo 1 de la Ley Núm. 50 de 5 de

13 agosto de 1993:

14 a. apropiación ilegal agravada;

15 b. extorsión;

16 c. sabotaje de servicios públicos esenciales;

17 d. fraude en las construcciones;

18 e. enriquecimiento ilícito de funcionario público;

19 f. aprovechamiento por funcionario;

20 g. intervención indebida en los procesos de contratación de

21 subasta o en las operaciones del gobierno;

22 h. soborno;

23 i. soborno (delito agravado);

24 j. soborno de testigo;
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1 k. oferta de soborno;

2 1. influencia indebida;

3 m. delitos contra fondos públicos

4 n. falsificación de documentos.

5 Los delitos antes mencionados están estatuidos en los Artículos 166, 175, 182, 188,

6 200, 201, 202, 209, 210, 211, 212, 213, 216, 271, respectivamente, del Código Penal de

7 Puerto Rico, según enmendado.

8 Cuando la convicción resulte por la comisión de cualquiera de los delitos que

9 aparecen a continuación, la prohibición dispuestas en esta Ley será por el término de

10 veinte (20) años, contados a partir de la fecha de la convicción y los delitos se hayan

11 cometido en el ejercicio de una funcion publica

12 a. Daño agravado;

13 b. negociación incompatible con el ejercicio del cargo

14 público;

15 c. retención de documentos que deben ofrecerse al sucesor;

16 d. destrucción o mutilación de documentos por

17 funcionarios públicos;

18 e. archivo de documentos clasificados;

19 f. posesión ilegal de recibos de contribuciones;

20 g. preparación de escritos falsos;

21 h. presentación de escritos falsos;

22 i. posesión ilegal de recibos de contribuciones;

23 j. falsificación de asientos en registros;

24 k. falsificación de sellos;
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1 1. falsificación de licencia, certificado y otra

2 documentación, o

3 m. posesión de instrumentos para falsificación.

4 Los delitos antes mencionados están estatuidos en los Artículos 180, 202, 204, 205,

5 208, 221, 242, 272, 273, 274, 275, y 276, respectivamente, del Código Penal de Puerto

6 Rico, según enmendado.

7 Cuando la conviccion resulte por la comasion de cualquiera de los delitos que

8 aparecen a continuación, la prohibición dispuesta en esta Ley será por el término de

9 ocho (8) años, contados a partir de la fecha de la conviccion

10 a. Fraude en la entrega de cosas;

1 1 b. compra por colector, de bienes vendidos para pagar

12 contribuciones;

13 c. omisión en el cumplimiento del deber;

14 d. venta ilegal de bienes

15 Los delitos antes mencionados están estatuidos en los Artículos 189, 207, 214, 215

16 y 223 respectivamente, del Codigo Penal de Puerto Rico, segun enmendado 1
17 3. Los delitos que se indican a continuación, estatuidos en los Artículos del Código Penal

18 del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, integran las disposiciones establecidas por la Ley

19 184 - 2004, relativas a los términos de ¡nelegibilidadpara el servicio público.

20 A. Serán inelegibles de forma permanente para empleo, contrato de servicios

21 profesionales en el servicio público, o aspirar u ocupar cargo electivo alguno a

22 toda persona que haya sido convicta en la jurisdicción del Estado Libre

23 Asociado de Puerto Rico, en la jurisdiccion federal o en cualquiera de los

24 estados de los Estados Unidos de América por cualquiera de los delitos que se
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1 mencionan a continuación, cuando constituyan delito grave y se haya cometido

2 en el ejercicio de unafunciónpública:

3 1. Artículo 193. Apropiación ilegal agravada

4 2. Artículo 200. Extorsión

5 3. Artículo 210. Fraude

6 4. Artículo 211. Fraude por medio informático

7 5. Artículo 218. FalsUicación de documentos

8 6. Artículo 246. Sabotaje de servicios públicos esenciales

9 7. Artículo 253. Enriquecimiento ilícito

10 8. Artículo 254. Enriquecimiento injustficado

11 9. Artículo 255. Aprovechamiento ilícito de trabajos o servicios

12 públicos

13 10. Artículo 257. Intervención indebida en las operaciones

14 gubernamentales

15 11. Artículo 262. Soborno

16 12. Artículo 263. Oferta de Soborno

17 13. Artículo 264. Influencia indebida

18 14. Artículo 267. Malversación defondos públicos

19 13. Cuando la convicción resulte por la comisión de cualquiera de los

20 delitos que aparecen a continuación, la prohibición dispuesta en esta Ley serápor

21 el término de veinte (20) años, contados a partir de ¡afecha de la convicción y los

22 delitos se hayan cometido en el ejercicio de unafunción pública:

23 1. Artículo 208. Daño agravado

24 2. Artículo 220. Falsificación de asientos en registros
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1 3. Artículo 221. Falsificación de sellos

2 4. Artículo 222. Fals4flcación de licencia, certjficado y otra

3 documentación

4 5 Articulo 223 Arhzvo de documentos o datosfalsos

5 6. Artículo 224. Posesión y traspaso de documentosfalsjficados

6 7. Artículo 225. Posesión de instrumentos parafalsificar

7 8. Artículo 256. Negociación incompatible con el ejercicio del cargo

8 público

9 9. Artículo 259. Retención de propiedad

10 10. Artículo 260. Alteración o mutilación de propiedad

11 11. Artículo 270. Posesión y uso ilegal de información, recibos y

12 comprobantes depago de contribuciones

13 12. Artículo 292. Preparación de escritosfalsos

14 13. Artículo 293. Presentación de escritosfalsos

15 C. Cuando la convicción resulte por la comisión de cualquiera de los delitos

16 que aparecen a continuación, la prohibición dispuesta en esta Ley será

17 por el término de ocho (8) años, contados a partir de la fecha de la

18 convicción y los delitos se hayan cometido en el ejercicio de la función

19 pública:

20 1. Artículo 246-A. Obstrución de acceso o de labores en intituciones

21 de enseñanza y de salud o edUicios en donde se ofrecen servicios

22 gubernamentales alpúblico

23 2. Artículo 261. Certflcacionesfalsas

24 3. Artículo 265. Omisión en el cumplimiento del deber

25 4. Artículo 266. Negligencia en el cumplimiento del deber
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1 5. Artículo 271. Compra y venta ilegal de bienes en pago de

2 contribuciones

3 Se entenderá por función pública cualquier cargo, empleo, puesto, posición o función

4 en el servicio público, ya sea en forma retribuida o gratuita, permanente o temporal, en

5 virtud de cualquier tipo de nombramiento, contrato o designación para la Rama

6 Legislativa, Ejecutiva o Judicial del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico,

7 así como cualquiera de sus agencias, departamentos, subdivisiones, instrumentalidades,

8 corporaciones públicas o municipios. Disponiéndose, que aplicará de igual forma la

9 prohibición o inhabilitación de aspirar a un cargo electivo u ocupar una función en el

10 empleo o servicio [públical público a aquellas personas que aunque no sean funcionarios

11 públicos Ea aquellas personas que aunque no sean funcionarios públicos] al momento

12 de cometer tales delitos, resulten convictas como coautores de funcionarios públicos en la

13 comisión de los mismos.

14 4....

15 5....

16 6.

17 7.

18 8. ...“

19 Articulo 2.- Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

Vuestra Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos Humanos, previo
estudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del Proyecto de la
Cámara 3139, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3139, tiene el propósito de enmendar el Artículo 21 de la Ley 91-2004,
según enmendada, conocida como la “Ley Orgánica para el Sistema de Retiro para Maestros del
Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, a los fines de que el tiempo que cualquier maestro de
educación sirviere o hubiere servido en escuelas públicas de otro estado o territorio de Estados
Unidos, en cualquier posición, incluyendo aquellas de ayudante en consejería y orientación y
ayudante de maestro, se computará a los efectos de las disposiciones de esta Ley.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

De la exposición de motivos de la medida, surge que esta Asamblea Legislativa con la
presente medida desea proteger a nuestros maestros.

La Ley 91-2004, según enmendada, denominada como la “Ley Orgánica para el Sistema de
Retiro para Maestros del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, crea un sistema de retiro y
beneficios que se denominará “Sistema de Retiro para Maestros” y los fondos de este Sistema se
utilizarán y aplicarán para los miembros del Sistema, sus dependientes y beneficiarios, para el pago
de anualidades por retiro y por incapacidad, anualidades y beneficios por defunción y otros
beneficio&

La “Ley Orgánica para el Sistema de Retiro para Maestros del Estado Libre Asociado de
Puerto Rico”, supra, en su Artículo 21, no es clara y podría entenderse que el único servicio que
puede ser acreditado es el servicio como maestro, por lo que se está contemplando como uno de los
servicios que pueda ser cotizable en dicho Sistema, los de consejería y orientación y ayudante de
maestro, cuando son realizados en los Estados Unidos. El fin de esta medida es uno aclaratorio ya
que hay muchos maestros que han trabajado en el Sistema de Educación de los Estados Unidos con
anterioridad a trabajar como maestro en Puerto Rico. Estos han trabajado en posiciones
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relacionadas con la educación, tales como en áreas de consejería y orientación y ayudantes de
maestros. Estos maestros dentro de su clientela atendieron hijos de puertorriqueños en Estados
Unidos y merecen que se les cotice ese tiempo para su retiro. Ese tiempo no lo pueden cotizar las
personas que posteriormente estudiaron y se graduaron como maestros y hoy trabajan en las
escuelas públicas del país. Los maestros del Sistema Público de Puerto Rico, sin embargo, cotizan
este tiempo para jubilarse.

El fin primordial de nuestros maestros es educar y formar los líderes y ciudadanos que se
integrarán a la sociedad puertorriqueña del mañana. Estos, además, deben forjar personas
útiles que tengan un compromiso con nuestro país. Es por eso, que nuestros maestros son
merecedores de la más alta estima, respeto y consideración de todos nosotros que un día fuimos
sus estudiantes.

Esta Asamblea Legislativa persigue, con la aprobación de esta medida, instituir que los
maestros del Sistema Público de Puerto Rico puedan cotizar el tiempo servido en áreas de
consejería y orientación y ayudantes de maestros en escuelas públicas de otro estado o territorio de
Estados Unidos y se compute a los efectos de las disposiciones de esta Ley.

En el descargue de sus funciones, esta Comisión solicitó memoriales explicativos a la
Asociación de Pensionados del Gobierno de Puerto Rico, Inc., al Sistema de Retfro para
Maestros, a la Administración de los Sistemas de Retfro de los Empleados del Gobierno y
la Judicatura y a la Comisión Especial Permanente de los Sistemas de Retiro. A la fecha de
redacción de este informe, la Asociación de Pensionados del Gobierno de Puerto Rico, Inc., el
Sistema de Retiro para Maestros y la Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados
del Gobierno y la Judicatura habían entregado sus ponencias.

La Asociación de Pensionados del Gobierno de Puerto Rico, Inc. indica que la
presente medida debe ser considerada con cautela. La primera observación que hacen es que la
misma ha sido presentada “por petición”, lo cual indica que no ha sido por iniciativa del
legislador. Les preocupa este hecho.

La Asociación de Pensionados del Gobierno de Puerto Rico endosa la aprobación de
aquella legislación que redunde en beneficio de nuestros pensionados, pero indican estar
conscientes de los señalamientos públicos con relación a la situación económica de los distintos
sistemas de retiro.

Su posicion es que se consulte al Administrador del Sistema de Retiro para Maestros, asi
como a los representantes de las distintas organizaciones magisteriales a los fines de determinar
el impacto que pueda tener en las finanzas de dicho Sistema la aprobación del Proyecto de la
Cámara 3139.

El Sistema de Retiro para Maestros expresan que endosan la medida Mencionan que
el Articulo 21 de la Ley 91, supra, permite que en el SRM se reconozca cualquier tipo de servicio
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prestado en una escuela pública de otro estado o territorio de Estados Unidos, ya que no hace
distinción en los servicios que pueden ser reconocidos ni los limita a los que se clasifican de
maestro. No obstante, aún cuando el lenguaje actual no contradice dicho propósito, es meritorio
que se aclare el texto de la ley. Como Agencia encargada de administrar el estatuto de referencia
tienen la responsabilidad de su interpretacion primaria Por consiguiente, cuando la Ley es clara
y libre de toda ambigüedad no estará sujeta a interpretaciones y con ello se evita interpretar algo
distinto a la intención del legislador, lo que equivaldría a invadir las funciones de la Asamblea
Administrativa.

Endosan plenamente la medida pues la misma sabiamente aclara y amplía el alcance del
tiempo a reconocer. Además, en vista de que la Ley establece que será el maestro el
responsable del pago de las aportaciones individuales y patronales, mas los intereses
correspondientes, con ello se protege, aún más, la solvencia económica del Fondo. (Enfasis
nuestro)

La Administracion de los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la
Judicatura (ASR), señalan sobre el Artículo 21 de la Ley 91-2004 que el mismo, permite que en
el Sistema de Retiro para Maestros se reconozca cualquier tipo de servicio prestado en una
escuela pública de otro estado o territorio de Estados Unidos, ya que no hace distinción en los
servicios que pueden ser reconocidos ni los limita a los que se clasifican de maestro. No
obstante, aún cuando el lenguaje actual no contradice dicho propósito, es meritorio que se aclare
el texto de la Ley El Sistema de Retiro para Maestros, como Agencia encargada de administrar
el estatuto de referencia, tiene la responsabilidad de su interpretación primaria. Por consiguiente,
cuando la Ley es clara y libre de toda ambigüedad no estará sujeta a interpretaciones y con ello
se evita interpretar algo distinto a la intención del legislador, lo que equivaldría invadir las
funciones de la Asamblea Legislativa.

Endosan plenamente la propuesta enmienda al Inciso (e) del Articulo 21 de la Ley 91-
2004, supra, pues el mismo sabiamente aclara y amplía el alcance del tiempo a reconocer.
Además, en vista de que la Ley 9 1-2004, supra, establece que será el maestro el responsable del
pago de las aportaciones individuales y patronales, más los intereses correspondientes, con ello
se protege, aún más, la solvencia económica del Fondo.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

Cumpliendo con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y la Ley Núm. 81 de 30 de
agosto de 1991, según enmendada, se determina que esta medida no impacta las finanzas de los
municipios.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y el Articulo 8 de la Ley Núm.
103 de 25 de mayo de 2006, “Ley para la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico”, se determina que la aprobacion de esta medida no tendra impacto
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fiscal sobre los presupuestos de las agencias, departamentos, organismos, instrumentalidades o
corporaciones públicas que amerite certificación de Oficina Gerencia y Presupuesto.

CONCLUSIÓN

Esta medida es una de justicia para nuestros maestros y ya que se establece que es el
maestro el responsable del pago de las aportaciones individuales y patronales, más los intereses
correspondientes, no se afecta la solvencia económica del Sistema de Retiro para Maestros.

Por todo lo antes expresado, la Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos
Humanos previo estudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del
P. de la C. 3139, sin enmiendas.

Respetuosamente sometido,

ççjcQ
Luz Z. (Lucy) Arce Ferrer
Presidenta
Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano
y Recursos Humanos
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LEY

Para enmendar el Artículo 21 de la Ley 91-2004, según enmendada, conocida como la
“Ley Orgánica para el Sistema de Retiro para Maestros del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico”, a los fines de que el tiempo que cualquier maestro de
educación sirviere o hubiere servido en escuelas públicas de otro estado o
territorio de Estados Unidos, en cualquier posición, incluyendo aquellas de
ayudante en consejerfa y orientación y ayudante de maestro, se computará a los
efectos de las disposiciones de esta Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Esta Asamblea Legislativa con esta medida desea proteger a nuestros maestros.

La Ley 91-2004, según enmendada, denominada como la “Ley Orgánica para el
Sistema de Retiro para Maestros del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, crea un
sistema de retiro y beneficios que se denominará “Sistema de Retiro para Maestros” y
los fondos de este Sistema se utilizarán y aplicarán para los miembros del Sistema, sus
dependientes y beneficiarios, para el pago de anualidades por retiro y por incapacidad,
anualidades y beneficios por defunción y otros beneficios.
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La “Ley Orgánica para el Sistema de Retiro para Maestros del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico”, supra, en su Artículo 21, no es clara y podría entenderse que
el único servicio que puede ser acreditado es el servicio como maestro, por lo que se
está contemplando como uno de los servicios que pueda ser cotizable en dicho Sistema,
los de consejería y orientación y ayudante de maestro, cuando son realizados en los
Estados Unidos. El fin de esta medida es uno aclaratorio ya que hay muchos maestros
que han trabajado en el Sistema de Educación de los Estados Unidos con anterioridad a
trabajar como maestro en Puerto Rico. Estos han trabajado en posiciones relacionadas
con la educación, tales como en áreas de consejería y orientación y ayudantes de
maestros. Estos maestros dentro de su clientela atendieron hijos de puertorriqueños en
Estados Unidos y merecen que se les cotice ese tiempo para su retiro. Ese tiempo no lo
pueden cotizar las personas que posteriormente estudiaron y se graduaron como
maestros y hoy trabajan en las escuelas públicas del país. Los maestros del Sistema
Público de Puerto Rico, sin embargo, cotizan este tiempo para jubilarse.

El fin primordial de nuestros maestros es educar y formar los líderes y
ciudadanos que se integrarán a la sociedad puertorriqueña del mañana Estos, además,
deben forjar personas útiles que tengan un compromiso con nuestro país. Es por eso,
que nuestros maestros son merecedores de la más alta estima, respeto y consideración
de todos nosotros que un día fuimos sus estudiantes.

Esta Asamblea Legislativa persigue, con la aprobación de esta medida, instituir
que los maestros del Sistema Público de Puerto Rico puedan cotizar el tiempo servido
en áreas de consejería y orientación y ayudantes de maestros en escuelas públicas de
otro estado o territorio de Estados Unidos y se compute a los efectos de las
disposiciones de esta Ley.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 21 de la Ley 91-2004, según enmendada,

2 conocida como la “Ley Orgánica para el Sistema de Retiro para Maestros del Estado

3 Libre Asociado de Puerto Rico”, para que lea como sigue:

4 “Artículo 21.-Maestros que no trabajan en las escuelas públicas.

5 (a)

6 (e> El tiempo que cualquier maestro de educación sirviere o

7 hubiere servido en escuelas públicas de otro estado o
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1 territorio de Estados Unidos, en cualquier posición,

2 incluyendo aquellas de ayudante en consejería y orientación

3 y ayudante de maestro se computará a los efectos de las

4 disposiciones de esta Ley, siempre que en dicho territorio o

5 estado existiere una cláusula de reciprocidad con Puerto

6 Rico y siempre que ingresen al Fondo las cuotas

7 correspondientes a los años que deban acreditarse;

8 disponiéndose, que esta suma nunca será menor de la que en

9 dicho período de tiempo hubiere pagado un maestro de

10 igual categoría más la cuota del Estado Libre Asociado de

11 Puerto Rico; disponiéndose, además, que cuando no exista la

12 cláusula de reciprocidad antes mencionada, se podrá

13 computar dicho tiempo, siempre que el maestro pague al

14 Fondo la cuota patronal e individual basado en el salario

15 devengado, más los intereses que el Sistema determine para

16 que el Fondo pueda dar crédito por dichos años de servicio

17 sin menoscabar la solvencia económica del Fondo.

18 (h) ...“

19 Sección 2.-Vigencia

20 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.

21
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-

SENADO DE PUERTO RICO

de junio de 2012
— —

Informe Positivo sobre el P. de la C. 3456
-

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestra Comisión de Hacienda, previo estudio y consideración del P. de la C. 3456,recomienda a este Alto Cuerpo, la aprobación de esta medida, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3456 tiene como propósito enmendar el inciso (1) del Artículo 20 de la Ley
Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según enmendada; y enmendar la Sección 3040.02 de la Ley
Núm. 1-2011, conocida como el “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”, a fin
de uniformar el esquema de apuestas con el de las otras jurisdicciones de los Estados Unidos de
América.

En su parte expositiva se dispone que la Industria Hípica constituye una parte importante
de la economía de Puerto Rico. Se aduce que las carreras de caballos y las apuestas a las
mismas, se remontan en Puerto Rico al Siglo XIX. No obstante a lo anterior, al tratarse de un
importante segmento en el sector de apuestas legalizadas y de la economía puertorriqueña, la
participación de la Industria Hípica ha experimentado una merma significativa en sus ingresos y
consecuentemente, en lo que ésta aporta a la economía del País.

Las cifras del Departamento de Hacienda de Puerto Rico reflejan que del total apostado
en los diferentes juegos de azar legales, la Industria Hípica sufrió una merma de doscientos
cincuenta y cinco millones (255,000,000) de dólares en el año 2005 y doscientos seis millones
(206,000,000) de dólares para el año 2009, lo que significó una reducción en los recaudos del

1
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Estado de treinta y dos millones (32,000,000) de dólares aproximadamente en el 2005 y
veinticinco millones (25,000,000) de dólares aproximadamente para el 2009. Es decir, una
reducción de cerca de dos millones (2,000,000) de dólares por año.

Ese descenso en las apuestas impacta adversamente a los criadores de caballos nativos, a
los dueños de caballos, a los agentes hípicos y a la empresa operadora, y como consecuencia a
los miles de empleos directos e indirectos que se nutren de esta industria.

Como parte de los esfuerzos para suplementar sus ingresos y de ese modo preservar su
continuidad, la Industria Hípica ha incrementado sus gestiones para exportar la señal de sus
carreras de caballos a otras jurisdicciones en los Estados Unidos e intemacionalmente. Ello, a
través del mecanismo conocido como “simulcasting”. Se trata de una tendencia creciente entre
los hipódromos de toda la Nación, que exportan la señal de sus carreras para que se tomen
apuestas interestatales sobre las mismas en otras jurisdicciones legalmente autorizadas, y de ese
modo derivar ingresos que ayuden a suplementar sus economías.

En Puerto Rico, el mecanismo de “simulcasting” fue autorizado a través de la Ley Núm.
139-2004, de conformidad con la legislación federal aplicable conocida como el “Interstate
Horseracing Act” de 1978 (15 U.S.C. § 3001-3007).

No obstante los esfuerzos de la Industria Hípica local para explotar a cabalidad la
exportación de la señal de las carreras locales al exterior, el proceso ha encontrado como
limitación, el que la legislación local relativa a las deducciones por comisiones e impuestos que
se hacen a las llamadas jugadas de banca, no guarda uniformidad con el modo en que se hacen
tales descuentos en las jurisdicciones en la Nación Americana. Esto ha tenido como resultado, el
que múltiples entidades dedicadas a importar la señal de los hipódromos, no se interesen en
importar las carreras de Puerto Rico por los inconvenientes que genera esa falta de uniformidad
para los sistemas computarizados que calculan los pagos a los apostadores.

El esquema de apuestas en prácticamente todas las jurisdicciones que celebran carreras de
caballos purasangres para recibir apuestas, es uno de comisiones fijas en donde en el intercambio

-Y
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de señales de “simulcast”, cada jurisdicción conoce exactamente la comisión que recibe por la
venta de sus jugadas y mantienen una plataforma uniforme para el cálculo de cada apuesta.

En el caso de Puerto Rico, el esquema de jugadas de combinación es igual que en las
otras jurisdicciones en donde existe una comisión fija por jugadas. Sin embargo, en el caso de las
jugadas de bancas, apuestas conocidas como “win y place”, nuestro esquema de apuestas es uno
que en lo que concierne a la ganancia o comisión que se tendrá en determinada carrera, así como
el impuesto a ser recaudado, variará como resultado del dinero que de lo jugado corresponderá a
los apostadores que resultaron ganadores.

La comisión es variable en cada carrera en la que se apuesta al “win y place” porque
viene de una cantidad neta y no del total jugado, lo que lo hace incompatible con la manera en
que se calcula en otros hipódromos en los Estados Unidos. Se trata de una circunstancia que no
es compatible con la norma general de tener una comisión fija en cada una de las jugadas que
prevalece en la Industria Hípica estadounidense.

Es por esta razón tan limitante, que muchos hipódromos y entidades autorizadas a
importar la señal de las carreras de otros hipódromos para la toma de apuestas interestatales, no
pueden tomar las carreras de la Industria Hípica local, ya que se verían obligadas a cambiar la
estructura de comisión que utilizan con los demás hipódromos, por una que se ajuste únicamente
a la Industria Hípica Puertorriqueña, lo que generaría costos adicionales en programas de
computadora que restan atractivo a la inversión.

Estos cambios en programación son muy costosos para las empresas en este sector, lo que
provoca que no se considere a Puerto Rico, debido a que las demás jurisdicciones se ajustan al
estándar de la industria que es la comisión fija en todas las jugadas. La anterior situación está
causando que Puerto Rico pierda anualmente oportunidades para suplementar los ingresos de su
Industria Hípica, y le aleja internacionalmente de un mercado en crecimiento como lo es el de las
apuestas interestatales sobre carreras de caballos a través de medios electrónicos. Para poder
competir en el ámbito internacional y desarrollar nuestro hipismo hacia otras fronteras, es
necesario estandarizar el esquema de comisión que prevalece en la llamada jugada de banca a
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uno fijo que sea fácil de implementar para toda jurisdicción interesada en importar el producto de
nuestro hipismo.

Para lograr el anterior propósito, resulta necesario enmendar la redacción del inciso (1)
del Artículo 20 de la Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según enmendada por la Ley Núm.
139-2004, mejor conocida como “Ley de la Industria y el Deporte Hípico de Puerto Rico”, a los
efectos de establecer que todas las deducciones aplicables a la jugada de banca se haran del total
bruto apostado, sin excepción alguna. Para que el efecto de tal cambio no afecte el total de
dinero que al presente tanto los apostadores, las empresas operadoras de hipódromo, los dueños
de caballos y el Estado reciben del total apostado, las comisiones y descuentos aplicables han
sido reducidos.

De otra parte, para lograr la uniformidad y certidumbre deseada en el cálculo de este tipo
de apuesta, resulta necesario enmendar la sección 3040.02 de la Ley Núm. 1-2011, conocida
como el “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”, para eliminar el impuesto de
diez por ciento (10%) que en esa Seccion se establece sobre todos los premios obtenidos en las
apuestas de bancas. Tal impuesto se sustituye, al enmendarse inciso 1(b) del Artículo 20 de la
Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según enmendada, a los efectos de aumentar el impuesto que
ahi se establece para el Fondo General del Tesoro Estatal de Puerto Rico de un dos punto seis por
ciento (2.6%) a un seis por ciento (6.0%) lo cual mantiene virtualmente idéntica la cantidad de
fondos que el erario al presente deriva de esa jugada.

Siendo así, esta Asamblea Legislativa adopta estas enmiendas a la Ley de la Industria y el
Deporte Hípico de Puerto Rico y el Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico y
entiende que esta acción legislativa sirve a los mejores propósitos del desarrollo de la Industria
Hípica de Puerto Rico.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

Para atender su responsabilidad y deber ministerial en el estudio y evaluación de esta
pieza legislativa, la Comisión de Hacienda del Senado acoge y reseña en este Informe, los
memoriales remitidos a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, por parte de la
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Administración de la Industria del Deporte Hípico, ya que aun cuando le fue solicitado al
Departamento de Hacienda sus comentarios, éste no sometió los mismos por lo que, al
elaborarse el Informe para la Cámara de Representantes no se tuvo su insumo.

La Administración de la Industria del Deporte Hípico le señaló a la Comisión de
Hacienda de la Cámara de Representantes que la industria hípica es un importante segmento de
la economía puertorriqueña, que lamentablemente también se ha visto afectada por los cambios
en las economías mundiales. Además, aseveró que era un hecho que dicha actividad había
sufrido una merma en las apuestas, lo que ha traído una disminución en los recaudos del Estado,
lo cual continua hasta el presente.

Se dejó claro en dicho memorial, que con esa disminución en las apuestas se habían
afectado a su vez los distintos sectores de la industria como lo son los dueños de caballos,
agentes hípicos, entre otros y sobre todo un amplio sector laboral de la economía que depende en
sus ingresos de lo que genere la industria. Por tanto, era imperativo ser creativo a la hora de
aunar esfuerzos para buscar alternativas que ayuden a sustituir los ingresos que se están
perdiendo al momento, lo que dio paso a mecanismos como el “simulcasting” al que se alude en
la exposición de motivos, el cual data del 2004.

Procedió a exponerse, que a pesar de la situación a ese año no era la misma que al
presente y no obstante esos esfuerzos para recaudar ingresos adicionales con la exportación de la
señal de las carreras al exterior, ahora se encuentran con que la legislación relacionada con las
deducciones por comisiones e impuestos que se hacen a las jugadas de banca, no guarda
uniformidad con la manera en que se hace en los Estados Unidos de América. Evidentemente esa
disparidad o falta de uniformidad en la forma en que se calculan los pagos a los apostadores, ha
obstaculizado el que la señal de las carreras locales no pueda ser exportada a otros hipódromos
fuera de Puerto Rico, trayendo en consecuencia que se pierdan ingresos adicionales tanto para la
industria hípica, como para el estado.

La Administración de la Industria del Deporte Hípico no tiene duda que el proyecto
persigue un propósito genuino de ayuda a la industria hípica en general y que con el mismo se
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habrán de equiparar con otras jurisdicciones de los Estados Unidos de América y se establecerá
la tan ansiada uniformidad en el proceso de las deducciones en las jugadas de banca. Por otra
parte entienden que con el proyecto se está velando por que los ingresos a percibir por el erario
estén debidamente asegurados. No tienen reparo alguno en endosar el P. de la C. 3456 tal y
como está redactado, ya que el mismo es una herramienta más en el proceso de suplementar los
ingresos en la industria hípica, lo que ha de redundar en beneficios para todos los que de ella
dependen, directa o indirectamente.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

En cumplimiento con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103-2006, esta Comisión evaluó la
presente medida, y se entiende que los fondos que se ganarán serán idénticos a la cantidad de
fondos que el erario al presente deriva de ese tipo de jugada, por tanto, se consigna que la medida
no tiene un impacto fiscal.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, esta
Comisión evaluó la presente medida y la aprobación de la misma no tendrá impacto fiscal
negativo sobre los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN

Por las razones antes expuestas, la Comisión de Hacienda del Senado recomienda la
aprobación de la medida, sin enmiendas.

Respetuosamente sometido,

Migdaha adilla Alvelo
Presidenta
Comisión de Hacienda
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LEY

Para enmendar el Artículo 20, inciso 1, de la Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según
enmendada, y enmendar la sección 3040.02 de la Ley Núm. 1 de 31 de enero de
2011, conocida como el “Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico”,
a los fines de uniformar el esquema de apuestas con el de las otras jurisdicciones
de los Estados Unidos de América.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Industria Hípica constituye una parte importante de la economía de Puerto
Rico. Las carreras de caballos y las apuestas a las mismas, se remontan en Puerto Rico al
Siglo XD(. No obstante tratarse de un importante segmento en el sector de apuestas
legalizadas y de la economía puertorriqueña, la participación de la Industria Hípica ha
experimentado una merma significativa en sus ingresos y consecuentemente, en lo que
ésta aporta a la economía del País.

Las cifras del Departamento de Hacienda de Puerto Rico reflejan que del total
apostado en los diferentes juegos de azar legales, la Industria Hípica sufrió una merma
de $255 millones en el año 2005 a $206 millones para el año 2009, lo que significó una
reducción en los recaudos del Estado de $32 millones aproximadamente en el 2005 a $25
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millones aproximadamente para el 2009. Es decir, una reducción de cerca de $2 millones
por año.

Ese descenso en las apuestas impacta adversamente a los criadores de caballos
nativos, a los dueños de caballos, a los agentes hípicos y a la empresa operadora, y
como consecuencia a los miles de empleos directos e indirectos que se nutren de esta
industria.

Como parte de los esfuerzos para suplementar sus ingresos y de ese modo
preservar su continuidad, la Industria Hípica ha incrementado sus gestiones para
exportar la señal de sus carreras de caballos a otras jurisdicciones en los Estados Unidos
e internacionalmente. Ello a través del mecanismo conocido como simulcasting. Se trata
de una tendencia creciente entre los hipódromos de toda la Nación, que exportan la
señal de sus carreras para que se tomen apuestas interestatales sobre las mismas en
otras jurisdicciones legalmente autorizadas, y de ese modo derivar ingresos que ayuden
a suplementar sus economías.

En Puerto Rico, el mecanismo de simulcasting fue autorizado a través de la Ley
Núm. 139 de 5 de junio de 2004, de conformidad con la legislación federal aplicable
conocida como el Interstate Horseracing Act de 1978; 15 U.S.C. § 3001-3007.

No obstante los esfuerzos de la Industria Hípica local para explotar a cabalidad
la exportación de la señal de las carreras locales al exterior, el proceso ha encontrado
como limitación, el que la legislación local relativa a las deducciones por comisiones e
impuestos que se hacen a las llamadas jugadas de banca, no guarda uniformidad con el
modo en que se hacen tales descuentos en las jurisdicciones en la Nación Americana.
Ello ha tenido como resultado, el que múltiples entidades dedicadas a importar la señal
de los hipódromos, no se interesen en importar las carreras de Puerto Rico por los
inconvenientes que genera esa falta de uniformidad para los sistemas computarizados
que calculan los pagos a los apostadores.

El esquema de apuestas en prácticamente todas las jurisdicciones que celebran
carreras de caballos purasangres para recibir apuestas, es uno de comisiones fijas en
donde en el intercambio de señales de “simulcast”, cada jurisdicción conoce exactamente
la comisión que recibe por la venta de sus jugadas y mantienen una plataforma
uniforme para el cálculo de cada apuesta.

En el caso de Puerto Rico, el esquema de jugadas de combinación es igual que en
las otras jurisdicciones en donde existe una comisión fija por jugadas. Sin embargo, en
el caso de las jugadas de bancas, apuestas conocidas con win y place, nuestro esquema
de apuestas es uno que en lo que concierne a la ganancia o comisión que se tendrá en
determinada carrera, así como el impuesto a ser recaudado, variará como resultado del
dinero que de lo jugado corresponderá a los apostadores que resultaron ganadores.

\çÇ\424/
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La comisión es variable en cada carrera en la que se apuesta al win y place porque
viene de una cantidad neta y no del total jugado, lo que lo hace incompatible con la
manera en que se calcula en otros hipódromos en los Estados Unidos. Se trata de una
circunstancia que no es compatible con la norma general de tener una comisión fija en
cada una de las jugadas que prevalece en la Industria Hípica estadounidense.

Es por esta razón tan limitante, que muchos hipódromos y entidades autorizadas
a importar la señal de las carreras de otros hipódromos para la toma de apuestas
interestatales, no pueden tomar las carreras de la Industria Hípica local, ya que se
verían obligadas a cambiar la estructura de comisión que utilizan con los demás
hipódromos, por una que se ajuste únicamente a la Industria Hípica Puertorriqueña, lo
que generarías costos adicionales en programas de computadora que restan atractivo a
la inversión.

Estos cambios en programación son muy costosos para las empresas en este
sector, lo que provoca que no se considere a Puerto Rico, debido a que las demás
jurisdicciones se ajustan al estándar de la industria que es la comisión fija en todas las
jugadas. La anterior situación está causando que Puerto Rico pierda anualmente
oportunidades para suplementar los ingresos de su Industria Hípica, y le aleja
internacionalmente de un mercado en crecimiento como lo es el de las apuestas
interestatales sobre carreras de caballos a través de medios electrónicos. Para poder
competir en el ámbito internacional y desarrollar nuestro hipismo hacia otras fronteras,
es necesario estandarizar el esquema de comisión que prevalece en la llamada jugada de
banca a uno fijo que sea fácil de implementar para toda jurisdicción interesada en
importar el producto de nuestro hipismo.

Para lograr el anterior propósito, resulta necesario alterar la redacción del
Artículo 20, inciso 1 de la Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según enmendada por la
Ley Núm. 139 de 5 de junio de 2004, mejor conocida como “Ley de la Industria y el
Deporte Hípico de Puerto Rico” a los efectos de establecer que todas las deducciones
aplicables a la jugada de banca se harán del total bruto apostado, sin excepción alguna.
Para que el efecto de tal cambio no afecte el total de dinero que al presente tanto los
apostadores, las empresas operadoras de hipódromo, los dueños de caballos y el Estado
reciben del total apostado, las comisiones y descuentos aplicables han sido reducidos.

De otra parte, para lograr la uniformidad y certidumbre deseada en el cálculo de
este tipo de apuesta, resulta necesario enmendar la sección 3040.02 de la Ley Núm. 1 de
31 de enero de 2011, conocida como el “Código de Rentas Internas para un Nuevo
Puerto Rico”, para eliminar el impuesto de diez por ciento(1O%) que en esa sección se
establece sobre todos los premios obtenidos en las apuestas de bancas. Tal impuesto se
sustituye, al enmendarse el Artículo 20, inciso 1(b) de la Ley Núm. 83 de 2 de julio de
1987, según enmendada, a los efectos de aumentar el impuesto que ahí se establece para
el Fondo General del Tesoro Estatal de Puerto Rico de un 2.6% a un 6.O%, lo cual
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mantiene virtualmente idéntica la cantidad de fondos que el erario al presente deriva de
esa jugada.

Siendo así, esta Asamblea Legislativa adopta estas enmiendas a la Ley de la
Industria y el Deporte Hípico de Puerto Rico y el Código de Rentas Internas para un
Nuevo Puerto Rico y entiende que esta acción legislativa sirve a los mejores propósitos
del desarrollo de la Industria Hípica de Puerto Rico.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Sección 1.-Se enmienda el Artículo 20, inciso 1, de la Ley Ntim. 83 de 2 de julio de

2 1987, según enmendada, para que lea como sigue:

3 “Artículo 20.-Descuentos en Apuestas

4 A las personas naturales o jurídicas operadoras de los hipódromos, o

5 empresas autorizadas a recibir apuestas, deberán hacerse los siguientes

6 descuentos en las mismas:

7 (1) Apuestas en banca: Del total bruto apostado se harán los siguientes

8 descuentos:

9 (a) El 16% a ser dividido conforme acuerdo entre la empresa

10 operadora del hipódromo y los dueños de caballos.

11 (b) 6% para el Fondo General del Tesoro Estatal de Puerto Rico.

12 (c) El 6% para comisiones de agentes hípicos, excepto por las

13 jugadas efectuadas en el hipódromo, en las que tal por ciento

14 formara parte de total bruto apostado sujeto a los descuentos

15 autorizados en los incisos a y b de este artículo.”

16 (2)
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1

2 Sección 2.-Se enmienda la sección 3040.02 de la Ley Núm. 1 de 31 de enero de

3 2011, para que lea como sigue:

4 “Sección 3040.02.-Impuestos Sobre Premios de Jugadas en Hipódromos

5 Se impondrá, cobrará y pagará un impuesto de veinte por ciento (20%)

6 sobre todos los premios obtenidos en pools, quinielas, dupletas, fondos de

7 suscripción (subscription funds) u obtenidos en cualquier otra jugada legalmente

8 autorizada en los hipódromos de Puerto Rico, con excepción de los premios

9 obtenidos en la jugadas de banca (win and place) que paga un impuesto fijo de

10 6% según establecido en el Artículo 20(1) de la Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987,

11 según enmendada.”

12 Sección 3.-Esta Ley comenzará a regir treinta (30) días después de su aprobación.
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico, previo estudio e

investigación en torno al Proyecto de la Cámara 3536, recomienda a este Honorable Cuerpo

Legislativo, su aprobación, con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que se

acompafia.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3536, propuesto por la Comisión que suscribe, tiene el propósito de crear la

Ley Especial que se conocerá como “Ley Especial para la Regulación de las Fiestas Rodantes en

Puerto Rico” a los fines de establecer los parámetros básicos bajo los cuales debe operar toda

persona, compaflia o entidad en esta industria; otorgar a la Comisión de Servicio Público

jurisdicción especial para regular todos los aspectos relacionados a las Fiestas Rodantes en

Puerto Rico; facultar a la Comisión de Servicio Público para establecer la Reglamentación

pertinente para la obtención y renovación de licencias y la inspección de los vehículos dedicados

al negocio de Fiestas Rodantes y todo aspecto relacionado a esta actividad; y otros fines.

Indica la Exposición de Motivos que las fiestas rodantes o “party bus”, como

comúnmente se les conoce, se han convertido en una alternativa de fiesta y celebración muy



Comisión de Urbanismo e Infraestructura
Informe Positivo — P de la C 3536 Página 2

popular, tanto en Puerto Rico, como en los Estados Unidos. Han sido varios los incidentes y

problemas que se han suscitado, directa o indirectamente relacionados a la operación de

vehículos dedicados a esta industria. Por esta razón, en varios estados de los Estados Unidos,

las Legislaturas Estatales han optado por promulgar legislación específica dirigida a regular a

toda persona, compafifa o entidad dedicada al popular negocio de las fiestas rodantes. De esta

manera, encontramos estados como California en donde se incluyeron, como parte del

“California Publio Utilities Code”, artículos particulares sobre los requisitos y disposiciones a los

cuales este negocio se encuentra sujeto.

En Puerto Rico las fiestas rodantes han tomado mucho auge no tan sólo entre la

población joven, sino además entre la población más adulta, quienes ya hasta cuentan con unos

servicios específicamente dirigidos a sus necesidades y preferencias. A pesar del gran auge que

esta actividad ha tenido en la Isla, no existe ima reglamentación uniforme y clara que aplique al

negocio de fiestas rodantes tomando en cuenta las distintas variaciones o tipos de actividades que

éstos ofrecen.

Una de las situaciones más comunes que los medios noticiosos locales han resefiado ha

sido cómo las fiestas rodantes son utilizadas con frecuencia por nuestros adolescentes y jóvenes

menores de edad para lograr tener acceso a bebidas alcohólicas.

Finalmente, debido a que lamentablemente, en la actualidad no hay agencia o

instrumentalidad pública directamente facultada en ley para intervenir con estos negocios de

transportación, a través del P. de la C. 3536, se pretende regular y alcanzar la falta de legislación

a estos fines.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

Para la evaluación de esta medida la Comisión de Urbanismo e Infraestructura del

Senado de Puerto Rico analizó los memoriales explicativos sometidos por la Comisión de

Servicio Público (CSP), el Departamento de Transportación y Obras Públicas (DTOP), la Policía

de Puerto Rico, el Departamento de Justicia, la Comisión para la Seguridad en el Tránsito (CST),

la Compaflía de Turismo, el Municipio de San Juan y el Departamento de Hacienda ante la

Comisión de Transportación e Infraestructura de la Cámara de Representantes.
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1. Departamento de Justicia

El Departamento de Justicia, luego de analizar el alcance de la medida, expuso las
facultades que, a tenor con la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, ostenta la Comisión de
Servicio Público. Expresa, además, y citamos:

“en cuanto a los vehículos destinados a realizar fiestas rodantes, la

Comisión de Servicio Público sólo puede intervenir si el vehículo

transporta materialpeligroso, si pesa más de diez mii (10,000) libras o si

por paga transportan a más de ocho (8) pasajeros o a quince (15) de

manera gratuita o para revisar aspectos de seguridad del vehículo (tales

como frenos y luces). Conforme el informe presentado ante la Asamblea

Legislativa el 14 de septiembre del 2011 por la Comisión de Servicio

Público se desprende que en el presente la Comisión de Servicio Público

adoptó el Acuerdo Núm. XIV el cual establece “asumir jurisdicción sobre

el servicio de transportación rodante “. En virtud de lo reseñado, el

Departamento de Justicia no tiene objeción de carácter legal para que se
faculte a esta instrumentalidadpública a adoptar los parámetros bajo los

cuales operarán estas compañías privadas, tal como se expresa en el

proyecto de marras.”

Finalmente, recomienda que se consulte con la Comisión de Servicio Público, el

Departamento de Transportación y Obras Públicas, la Compaifia de Turismo y el Departamento

de la Familia.

2. Departamento de Transportación y Obras Públicas

El Departamento de Transportación y Obras Públicas expresó que son la Comisión de

Servicio Público y la Compafifa de Turismo quienes regulan lo relacionado a las operaciones

comerciales de las fiestas rodantes, por lo que le otorgaron deferencia.

Aclaré que “los vehículos que se utilizan para las llamadas ‘jiestas rodantes” pueden
ser de varios pesos y medidas y pueden llegar al registro como vehículos de carga (de menos de
10,001 libras) o con tablilla H si pesan más de 10,001, y que no sean arrastres ni Vehículos de
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Excursión.” Resaltaron, sin embargo, que “el mismo tipo de vehículo puede tener otro propósito
que no sea el de ‘fiesta rodante ‘ pero ser contratado para tal fin. En ese caso, se debe
establecer con meridiana claridad el que un vehículo contratado a estos fines, aún sin ser un
vehículo comercial, tendrá que contar con un permiso provisional para poder albergar un
servicio de ‘fiesta rodante “.

Entiende que, de cualquier modo, el proceso de reglamentación deberá proveer
disposiciones claras en cuanto a los trámites entre la Comisión de Servicio Público y el Registro
de Vehículos de Motor, por lo que no vislumbran ningún inconveniente que no sea el que alguna
persona decida operar sin los debidos permisos o sin la tablilla requerida.

Por último, recomienda que la medida debiera contemplar que cualquier agente del orden
público, Policía Estatal o Municipal, Inspector de la Comisión de Servicio Público o del DTOP,
podrá realizar intervenciones para asegurar el cumplimiento de esta Ley, de manera que aumente
la capacidad de hacer cumplir sus disposiciones. Estas recomendaciones fueron adoptadas en el
texto de la medida, según aprobado por la Cámara de Representantes.

El Departamento de Transportación y Obras Publicas no tiene objeción a la aprobación
del Proyecto de la Cámara 3536, siempre que las agencias concernidas avalen la misma.

3. Compañía de Turismo

Luego de exponer el alcance de la medida ante su consideración, la Compañía de
Turismo, señala que no tiene jurisdicción sobre los vehículos que se dedican a las fiestas

rodantes, “ya que los concesionarios que modificaron sus vehículos para brindar este tipo de

servicio, se les ha requerido que reviertan los cambios so pena de cancelación de la
autorización.”

Expresó también, y citamos:

“No obstante a lo anterior, hay que reconocer que también algunos de
los turistas que vienen a Puerto Rico han optado por usar los servicios
de las fiestas rodantes. Por consiguiente, dicha actividad representa

*
un atractivo adicional a la gran variedad de ofrecimientos que tiene
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Puerto Rico como destino turístico. Sin embargo, para este tipo de
ofrecimiento, entendemos que debe existir un marco legal adecuado
que propicie la supervisión y fiscalización de las compaíifas que
operan estos negocios, para así lograr que el disfrute no ponga en

riesgo la vida de los que participan de estas actividades.”

Por último, en consideración a que el Artículo 11 de la medida reconoce y salvaguarda la
jurisdicción que tiene la Compaflía de Turismo de Puerto Rico referente a la transportación
turística, recomienda la aprobación de la medida.

4. Departamento de flacienda

Una vez evaluó el alcance y propósito del P. de la C. 3536, el Departamento de Hacienda,
sefialó que ésta no contiene disposiciones relacionadas a un posible aumento o disminución de
los recaudos al Fondo General, a la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 1974, según enmendada,
conocida como “Ley de Contabilidad del Gobierno”, a la Ley Núm. 1-2011, según enmendada,
conocida como “Código de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, así como cualquier otra
área de competencia para el Departamento. En conclusión, recomendó que la medida fuera
evaluada por la Comisión de Servicio Público.

5. Policía de Puerto Rico

La Policía de Puerto Rico expresó que “ciertamente no podemos permanecer ajenos a los
fenómenos cambiantes sociales, y “lasfiestas rodantes” son un ejemplo de ello”.

Seguido a analizar el alcance y propósito del P. de la C. 3536, dijo que es necesario

regular este tipo de fenómeno en nuestra jurisdicción, y que sea la Comisión de Servicio Público

la agencia que lo regule, ya que ostenta el conocimiento especializado para reglamentar y
fiscalizar todas las actividades de transportación terrestre comercial, a tenor con la Ley Núm. 109
de 28 de junio de 1962, según enmendada.

La Policía de Puerto Rico expresó estar de acuerdo con lo cobijado en la medida, en
materia “tal y como: la exigencia de una licencia particular; la exigencia de un seguro; que la
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Comisión pueda inspeccionar este tipo de transporte; que la misma adopte un procedimiento de

radicación de querellas que las personas puedan contar ante cualquier suceso irregular en el

mismo”.

Entiende, no obstante, que si bien la Comisión puede adoptar por Reglamento asuntos

tales como la cantidad de personas a pennitirse, y que menores de dieciocho (18) afios no podrán

ser transportados en un “party bus”, recomienda que existan otras salvaguardas que deben ser

incluidas en el lenguaje de la Ley, “porque tendrían mayor poder coercitivo, siendo éstas: que se

prohíba expresamente el uso de alcohol en este tipo de transportación; que se prohíba que las

personas vayan de pie mientras éste se encuentre en movimiento; que se incluya un lenguaje

expreso que autorice a un agente del orden público a intervenir con los mismos por violación a

la Ley Especial”.

La Policía de Puerto Rico indicó que se le debe conferir autoridad expresa a la Policía de

Puerto Rico, así como a la Policía Municipal, para intervenir por violación a la Ley. Recomendó
que las prohibiciones deben tener una multa específica, la cual sugirió sea de cien dólares

($100.00), respectivamente. Sugirió que la segunda violación a cualquiera de tales conductas,

debe conllevar la revocación de la licencia. Otra enmienda sugerida fue que se estableciera en el

lenguaje de la medida un mecanismo de revisión, procedimiento que a su vez debe recaer en la

Comisión de Servicio Público.

Finalmente expresó que una vez acogidas las enmiendas antes recomendadas, avalaría la

aprobación del P. de la C. 3536. Las enmiendas fueron acogidas en el texto de la medida, según

aprobada por la Cámara de Representantes.

6. Comisión para la Seguridad en el Tránsito

La Comisión para la Seguridad en el Tránsito, expresó que “ciertamente el uso de

bebidas alcohólicas o sustancias controladas en las fiestas rodantes (“party bus ‘9 debe ser la

mayor preocupación, que se debe tomar en consideración al momento de aprobar cualquier

reglamentación sobre esta medida.”
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Propuso que la medida debería prohibir el uso de bebidas alcohólicas a menores de
veintiún (21) años, ya que por tratarse de una actividad que afecta la seguridad en las carreteras,
debería ser más restrictiva. Esto debido, a que gran parte de las personas que asisten a este tipo
de evento llegan conduciendo su vehículo de motor y tienen que regresar de igual forma. De las
mismas haber consumido bebidas alcohólicas en exceso, representarían un peligro en nuestras

vías. Otro asunto que puntualizó fue que ese tipo de vehículos de motor no contempla el uso de

cinturones de seguridad, por tratarse de una fiesta rodante, y en la mayoría de las ocasiones los
asistentes permanecen de pie.

7. Municipio de San Juan

El Municipio de San Juan expresó que el Gobierno de la Ciudad Capital de San Juan, el
Departamento de la Familia de Puerto Rico y la Policía de Puerto Rico, establecieron una
Alianza con el fin de llevar a cabo acciones que propendan a garantizar la seguridad y bienestar
de los menores en los llamados “party bus” a raíz de la proliferación de los mismos en la
jurisdicción de San Juan. Como parte de la reglamentación municipal que sería aprobada, se
prohibirá a todo vehículo de fiestas (“party bus”) transitar por las calles dentro de los límites
territoriales del Municipio de San Juan, mientras se llevan a cabo fiestas en los mismos, sin los
permisos correspondientes, que serán evaluados y concedidos por la Oficina de Permisos del
Municipio de San Juan, previa solicitud, siempre y cuando se evidencie tener vigente permiso
para vehículo de motor expedido por el Departamento de Transportación y Obras Públicas del
Gobierno de Puerto Rico y haber dado cumplimiento a aquellos requisitos establecidos mediante
ley o reglamento aplicable.

El Municipio de San Juan favorece la idea de que se faculte a la Comisión de Servicio
Público a reglamentar esta industria, pero entiende, además, que la medida podría incidir en las
facultades municipales para reglamentar la materia. Ante esto, recomienda que la medida incluya
un lenguaje expreso que se establezca y reconozca que la medida aprobada no menoscabará ni
afectará la facultad o jurisdicción de los municipios a legislar sobre la materia, reglamentando
dicha actividad dentro de sus límites territoriales.

Por último, endosa la aprobación del P. de la C. 3536, sujeto a que se incluya la enmienda
antes indicada. Dicha recomendación también fue acogida por la Cámara de Representantes.
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8. Comisión de Servicio Público

La Comisión de Servicio Público indicó que “los negocios de fiestas rodantes, o “party
bus” han proliferado en los últimos tiempos como uno que toca de cerca los temas de
transportación y seguridad ambos prioridad para la Comisión dentro del marco de sus

funciones.”

Expresó que ante ellos han acudido “proveedores del mencionado servicio que desean se
les oriente sobre la aplicabilidad de las disposiciones contenidas en las leyes y reglamentos que
atañen a la Comisión. Por ello, la Comisión de Servicio Público, motu propio y por medio del
Pleno de sus Comisionados debidamente constituido, adoptó el 23 dejunio del 2011 el Acuerdo
Núm. XIV-2011, el cual establece que se determina “asumir jurisdicción sobre el servicio de
transportación conocido como “party bus”.”

La Comisión de Servicio Público se expresó a favor del P. de la C. 3536 sin reserva
alguna.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 - 2006, conocida como “Ley para la
Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2006”, de que no se
aprobará ninguna Ley o Resolución que requiera la erogación de fondos públicos sin antes
mediar certificaciones bajo juramento del Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y del
Secretario de Hacienda, ambas por separado, sobre la disponibilidad de fondos recurrentes o no
recurrentes, para fmanciar las mismas, identificando su fuente de procedencia; y que de existir un
impacto fiscal, el informe legislativo deberá contener recomendaciones que subsanen el efecto
negativo que resulte de la aprobación de la medida, como también deberán identificarse los
recursos a ser utilizados por la entidad afectada para atender tales obligaciones; la Comisión
suscribiente ha determinado que esta medida no tiene impacto fiscal sobre las arcas del
Gobierno Central.
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IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

A tenor con el Articulo 3 de la Ley Num 321 - 1999, conocida como “Ley de Impacto
Fiscal Municipal”, esta Comisión ha determinado que esta medida no tiene impacto fiscal

significativo sobre las finanzas de los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN
Evaluada toda la información sometida ante la Comisión de Urbanismo e Infraestructura

del Senado de Puerto Rico concluimos que, el propósito perseguido por la presente medida es
uno loable y aporta a la seguridad de nuestros ciudadanos. Se le brinda a la Comisión todas las
facultades legales para adoptar la reglamentación necesaria y pertinente en relación a una
industria que ha tomado mucho auge y que podría representar riesgos, tanto para las personas
que se encuentren participando de las fiestas rodantes (“party buses”), así como para aquellas
que, aunque no estén participando, tengan algún tipo de contacto, por estarse conduciendo en
nuestras vías de rodajes.

Por las razones antes expuestas, la Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado
de Puerto Rico recomienda la aprobacion del Proyecto de la Camara 3536, con las enmiendas

incluidas en el entirillado electrónico que se acompafia.

Respetuosamente sometido,

Comisión de tirbanismo e Infraestructura
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Presentado por el representante Bulerín Ramos

Referido a la Comisión de Transportación e Infraestructura

LEY

Para crear la Ley Especial que se conocerá como “Ley Especial para la Regulación de la
las Fiestas Rodantes en Puerto Rico” a los fines de establecer los parámetros
básicos bajo los cuales debe operar toda persona, compañía o entidad en esta
industria; otorgar a la Comisión de Servicio Público jurisdicción especial para
regular todos los aspectos relacionados a las Fiestas Rodantes en Puerto Rico;
facultar a la Comisión de Servicio Público para establecer la Reglamentación
pertinente para la obtención y renovación de licencias y la inspección de los
vehículos dedicados al negocio de Fiestas Rodantes y todo aspecto relacionado a
esta actividad; y otros fines.

EXPOSICION EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las fiestas rodantes o “party bus”L como comúnmente se les conoces se han
convertido en una alternativa de fiesta y celebración muy popular tanto en Puerto Ricos
como en los Estados Unidos. Varios han sido los incidentes y problcmtica problemas
que se han suscitadoL directa o indirectamente relacionados a la operación de vehículos
dedicados a esta industria. Por esta razón, en varios estados de los Estados Unidos, las
Legislaturas Estatales han optado por promulgar legislación específica dirigida a
regular a toda persona, compañía o entidad dedicada al popular negocio de las fiestas
rodantes. De esta manera, encontramos estados como California en donde se
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incluyeron, como parte del “Cal!fornia Public Utilities Code”, artículos particulares sobre
los requisitos y disposiciones a los cuales este negocio se encuentra sujeto.

En Puerto Rico las fiestas rodantes han tomado mucho auge no tan sólo entre la
población joven, sino además entre la población más adulta, quienes ya hasta cuentan
con unos servicios especfficamente dirigidos a sus necesidades y preferencias. A pesar
del gran auge que esta actividad ha tenido en la Isla, no existe una reglamentación
uniforme y clara que aplique al negocio de fiestas rodantes tomando en cuenta las
distintas variaciones o tipos de actividades que éstos ofrecen. Esta situación ha
representado una problemática dado a las continuas situaciones que se han suscitado en
estas actividades y las cuales en muchas ocasiones no siguen un curso de acción por no
quedar claro cuál es el marco legal que les aplicaría.

Una de las situaciones más comunes que los medios noticiosos locales han
reseñado ha sido cómo las fiestas rodantes son utilizadas con frecuencia por nuestros
adolescentes y jóvenes menores de edad para lograr tener acceso a bebidas alcohólicas.
De acuerdo a datos de la Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la
Adicción (ASSMCA) recopilados en un estudio sobre prevalencia de uso de drogas
entre menores de edad reflejó que casi el 80% ochenta por ciento (80%) de los jóvenes
que cursan duodécimo grado han al menos experimentado con licores, muchos de éstos
durante esta actividad denominada como “party bus”.

Lamentablemente, en la actualidad no hay agencia o instrumentalidad pública
directamente facultada en ley para intervenir con estos negocios de transportación. Al
presente, la Comisión de Servicio Público de Puerto Rico, un organismo creado al
amparo de la Ley Núm. 109 de 28 de junio de 1962, según enmendada, tiene la
responsabilidad legal de autorizar, reglamentar y fiscalizar todas las actividades de
transportación terrestre comercial en Puerto Rico. No obstante, en cuanto a los
vehículos destinados a realizar fiestas rodantes, la Comisión de Servicio Público sólo
puede intervenir si el vehículo transporta material peligroso, si pesa más de 10,000
libras o si por paga transportan a más de 8 ocho (8) pasajeros o a 15 quince (15) de
manera gratuita. Por lo que, sólo están facultados para revisar aspectos de la seguridad
del vehículo (tales como frenos y luces). Por esta razón, esta Asamblea Legislativa
entiende meritorio brindar jurisdicción especial a la Comisión de Servicio Público a los
fines que ésta pueda intervenir con todos los aspectos específicos relacionados al
negocio de las fiestas rodantes en Puerto Rico. En ese sentido, se le brinda a la
Comisión todas las facultades legales para adoptar la reglamentación necesaria y
pertinente de acuerdo las guías y parámetros que la presente Ley establece.

DECRETASE DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1. Título
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1 Esta Ley se conocerá como “Ley Especial para la Regulación de las Fiestas

2 Rodantes en Puerto Rico”.

3 Artículo 2. Política Pública

4 El Gobierno de Puerto Rico tiene la responsabilidad de reconocer las últimas

5 tendencias y actividades a las cuales nuestra población está expuesta. Junto con la

6 popularidad que ha j ido ganando las fiestas rodantes en Puerto Rico, más han

7 aumentado los riesgos de enfrentar situaciones que atenten contra la seguridad de

8 nuestros ciudadanos Esta Asamblea Legislativa tiene el deber constitucional de

9 promulgar toda la legislación pertinente a los fines de promover el marco legal

10 necesario para velar por la seguridad y protección de la integridad de todos y cada uno

11 de los residentes de la Isla.

12 Artículo 3. Definiciones

13 Para propósito de las la presente Ley, los siguientes términos o frases tendrán el

14 significado que en cta cccción este Articulo se le adjudique:

15 (a) “Comisión” - Signfficará la Comisión de Servicio Público de Puerto Rico

16 (b) “Fiestas Rodantes” - Significará toda actividad realizada en un vehículo

17 de transporte colectivo con capacidad para diez (10) o más personas

18 habilitados en su interior para realizar fiestas o celebraciones.

19 (c) “Licencia” - Significará la certificación expedida por la Comisión de

20 Servicio Público de Puerto Rico a todo operador.

4#.
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1 (d) “Operador” - Significará toda persona natural o jurídica autorizada por la

2 Comisión de Servicio Público para conducir un vehículo de motor

3 dedicado a la prestación de servicios de fiestas rodantes.

4 (e) “Vehículo” - Significará todo automóvil, guagua o medio de transporte

5 dedicado a la prestación de servicios de fiestas rodantes.

6 Artículo 4. Propósito de la Ley

7 La presente Ley tiene el propósito de regular la actividad de toda persona,

8 compañía o entidad que se dedique al negocio de fiestas rodantes en Puerto Rico. A

9 partir de la fecha de la aprobación de esta Ley toda actividad de fiesta rodante estará

10 sujeta a las disposiciones de ésta y a la Reglamentación adoptada por la ComisiónL de

11 conformidad a lo aquí establecido.

12 Artículo 5. Facultad de Reglamentación

13 Se faculta a la Comisión de Servicio PúblicoL en coordinación con la Compañía de

14 Turismo de Puerto Rico, a adoptar la reglamentación necesaria para la regulación de

15 todo negocio dedicado al negocio de las fiestas rodantes en un término no mayor de

16 noventa (90) días a partir de la aprobación de esta Ley.

17 Artículo 6. Guía de Reglamentación

18 La Reglamentación promulgada por la Comisión debe cubrir todas las áreas

19 pertinentes a la regulación de todo vehículo que se utiice para fiestas rodantes. Entre

20 los aspectos y disposiciones que la mencionada reglamentación debe cubrir, se

21 encuentran las siguientes:
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1 (a) Establecer los requisitos necesarios para la expedición y renovación de la

2 licencia de operador de automóviles para fiestas rodantes. Como parte de

3 los requisitos se les debe exigir a las personas, compañías o entidades

4 interesadas en el negocio de fiesta rodante el contar ç un seguro

5 conforme a la extensión que la Comisión entienda pertinente.

6 (b) Los vehículos utilizados por toda persona, compañía o entidad que esté o

7 le interese formar parte del negocio de fiestas rodantes debe estar sujeto a

8 una inspección anual realizada por la Comisión.

9 (c) La Comisión debe establecer un proceso a través del cual las personas

10 puedan presentar quejas o querellas en contra de cualquier persona,

11 compañía o entidad dedicada a las fiestas rodantes.

12 (d) La regulación debe incluir bajo qué parámetros se deben realizar las

13 actividades de fiestas rodantes. Entre éstos:

14 1. Velocidad máxima permitida.

15 2. Establecer las vías de rodaje permitidas, excluyendo expresamente

16 el tránsito en las autopistas mientras se está realizando la fiesta.

17 3. Cantidad de personas que pueden transportarse por vehículo.

18 4. Prohibir el consumo de bebidas alcohólicas cuando se encuentren

19 dentro del vehículo menores de dieciocho (18) años.

20 Artículo 7. Extensión de Leyes Aplicables
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1 Toda actividad de fiestas rodantes estará sujeta a las disposiciones legales

2 aplicables en la jurisdicción de Puerto Rico relacionadas al consumo de bebidas

3 alcohólicas por personas menores de 38 dieciocho (18) años.

4 Artículo 8. Obtención de Licencia

5 Toda persona, compañía o entidad que se dedique al negocio de las fiestas

6 rodantes dcbcn debe contar con una Licencia expedida por la Comisión, la cual debe ser

7 renovada anualmente y tendrá un cargo que será determinado por la Comisión en la

8 reglamentación que al efecto adopte.

9 Artículo 9. Negocios ya existentes

10 Toda persona o compañía que al momento de la aprobación de la presente Ley

11 cuente con negocios, bienes o facilidades dedicadas al negocio de las fiestas rodantes

12 tendrán un término de treinta (30) días a partir de la adopción de la Reglamentación

13 promulgada por la Comisión para cumplir con lo aquí dispuesto.

14 Artículo 10. Penalidades y recurso de revisión

15 Toda persona, compañía o entidad que no cumpla con las disposiciones de esta

16 Ley y de la Reglamentación promulgada por la Comisión se cxpondrán expondrá a las

17 siguientes penalidades, según aplicable:

18 (a) Por una primera violación, a cualquiera de las conductas reglamentadas,

19 se sancionará con multa no menor de quinientos (500) dólares, según

20 determine la Comisión de Servicio Público en su Reglamentación.

21 (b) Por una segunda violación, a cualquiera de las conductas reglamentadas,

22 se revocará la licencia otorgada por la Comisión.
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1 (c) Cualquier otra penalidad determinada por la Comisión.

2 La Comisión de Servicio Público, deberá establecer un mecanismo de revisión,

3 donde toda persona, compañía o entidad dedica dedicada al negocio de fiestas

4 rodantes, pueda presentar un recurso de revisión dentro de los tremta (30) días

5 contados a partir de que se le expida la multa o se le notifique la cancelación de la

6 licencia.

7 Artículo 11. Jurisdicción de Agentes del Orden Público

8 Podrán realizar intervenciones por violaciones a esta Ley y a los reglamentos

9 aplicables cualquier agente del orden público, Policía de Puerto Rico, Policía Municipal,

10 Inspector de la Comisión de Servicio Público o del Departamento de Transportación y

11 Obras Públicas.

12 Artículo 12. Actividades bajo la jurisdicción de la Compañía de Turismo de

13 Puerto Rico

14 La Compañía de Turismo de Puerto Rico es la entidad gubernamental con el

15 conocimiento especializado para desarrollar y fomentar la industria del turismo en

16 Puerto Rico, por lo que nada de lo establecido en esta Ley altera la jurisdicción especial

17 que ésta pueda tener sobre toda persona, compañía o entidad que se dedique al negocio

18 de las fiestas rodantes de conformidad con lo establecido en la Ley Núm. 282 de 19 de

19 dicicmbrc de 2002, Ley Núm. 282-2002, según cmcndada enmendada, mejor conocida

20 como “Ley de Transportación Turística Terrestre de Puerto Rico”.

21 Artículo 13. Facultad de los municipios a legislar sobre la materia

4f1
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1 La aprobación de esta Ley, no menoscabará ni afectará la facultad o jurisdicción

2 de los municipios a legislar sobre la materia, reglamentando dicha actividad dentro de

3 sus límites territoriales.

4 Artículo 14. Vigencia

5 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente luego de su aprobación.











































































GOBIERNO DE PUERTO RICO

16 ta Asamblea 7 ma SesiónLegislativa
Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO
dejuniode20l2

Informe Positivo sobre el R C del S 1040

AL SENADO DE PUERTO RICO

Vuestra Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos Humanos, ?evioestudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo, la aprobación de la ResoluciónConjunta del Senado 1040, sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El propósito de esta medida legislativa es disponer la facultad del Secretario delDepartamento del Trabajo y Recursos Humanos para llevar a cabo transferencias entre losbalances disponibles a fin de año fiscal de los Fondos Especiales Estatales administrados por elDepartamento del Trabajo y Recursos Humanos; autorizar el recobro de los costos indirectos alos programas especiales estatales a los fines de sufragar los costos de administración, gerencia yactividades de apoyo a los Programas Especiales Estatales; ordenar la creación de una cuenta enel Departamento de Hacienda donde se transfieran los fondos por concepto del recobro de dichoscostos; facultar al Secretario del Trabajo para establecer la reglamentación y metodología para laimplantación de lo dispuesto en esta Resolución Conjunta; y disponer la vigencia de la misma.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

De la Exposición de Motivos de esta pieza legislativa se desprende que la Ley Núm. 15de 14 de abril de 1931, según enmendada, creó el Departamento del Trabajo y RecursosHumanos. La Sección 6 del Artículo IV de la Constitución de Puerto Rico creó el Departamentodel Trabajo como uno de los departamentos principales de la Rama Ejecutiva del Gobierno dePuerto Rico. Conforme al Plan de Reorganización Núm. 4 de 9 de diciembre de 2011, sereestructura el Departamento y se le adscriben los siguientes componentes: Administración deDesarrollo Laboral y Administración de Rehabilitación Vocacional.

El Departamento tiene la misión de establecer y administrar la política pública sobre lalegislación protectora de los trabajadores y de los programas dirigidos a la formación,adiestramiento y capacitación de los recursos humanos y promover la paz laboral para lograr unaverdadera y efectiva soca edad entre los patronos y la fuerza trabajadora
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El presupuesto consolidado del Departamento se compone de recursos provenientes de
Fondos Especiales Estatales y de aportaciones federales. En el pasado, el Departamento llegó a
recibir hasta dieciséis millones (16,000,000.00) de dólares en asignaciones del Fondo General
para sufragar sus programas y costos administrativos; sin embargo, en la actualidad, no recibe
asignación alguna de dicho Fondo.

Entre los programas federales que proveen las mayores aportaciones al Departamento se
incluyen: “Non-Discrimination and Affirmative Action by Federal Contractors and Federally
Construction Contractors; Unemployment Insurance; Employment Service; Labor Force
Statistics; Occupational Safety and Health y Workforce Jnvestment Act”. Dichos recursos
pertenecen a la asignación que recibe el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos para
gastos administrativos y para el funcionamiento de los siguientes programas: Protección contra el
Discrimen en el Empleo, Orientación de Servicio de Empleo, Desempleo, Servicios de Empleo a
Estudiantes, Indices Estadísticos sobre Empleo y Otros, Seguridad y Salud en el Trabajo y
Beneficio de Seguridad de Empleo.

De otra parte, se cuenta con los Fondos Especiales Estatales que componen la mayor
proporción del presupuesto consolidado del Departamento. Estos fondos provienen de diversas
fuentes: contribuciones patronales; aranceles y licencias; cobro por servicios; aportaciones de
personas naturales y jurídicas; donativos de entidades particulares y otros recaudos propios de
organismos gubernamentales. De estos fondos, además, se sufragan Programas Especiales
dirigidos al fomento, creación y mantenimiento de empleos y al otorgamiento de beneficios a los
trabajadores.

Los Fondos Especiales están autorizados por las siguientes leyes: Ley Núm. 15 de 14 de
abril de 1931, Fondo de Cuotas a Corporaciones e Instituciones; Ley Núm. 74 de 21 de junio de
1953, según enmendada, Fondo Auxiliar Especial de los intereses, recargos y penalidades de los
patronos por pagar tarde su planilla trimestral de Contribuciones de Desempleo; Ley Núm. 139
de 26 de junio de 1968, Pago de Primas de Seguros; Ley Núm. 52-1991, un por ciento de la
Contribuciones Patronales de Seguros por Desempleo y Ley Núm. 100 del 30 de junio de 1959,
Anti Discrimen en el Empleo. Además, se cuenta con ingresan fondos autorizados por la Ley
Núm. 82 de 3 de junio de 1980, Fondo de Beneficio por Incapacidad No Ocupacional Temporal;
la Ley Núm. 14 de 20 de julio de 1990, Fondo de Seguridad y Salud en el Trabajo; Ley Núm.
384-2004, Fondo de Mediación y Adjudicación; la Ley Núm. 428 de 15 de mayo de 1950, según
enmendada, Fondo para el Seguro Social de Choferes y Otros Empleados; Plan de
Reorganización Núm. 2 de 1952, Fondo Corporación Fondo del Seguro del Estado; Fondo 234
creado en virtud de la Carta Circular OMB-A-87 del Gobierno Federal conocido como el Fondo
de Costos Indirectos y el Fondo Especial creado por el Boletín Administrativo Núm. OE-2003-
75. La utilización de estos fondos está destinada para los gastos operacionales de los diferentes
programas y para la creación de propuestas de empleo en los sectores público y privado, y los
municipios, según se dispone en sus respectivas leyes habilitadoras.

La vigencia y acceso de cada Fondo Especial Estatal varía según la legislación,
reglamentación, orden ejecutiva o normativa que aplique a cada uno y se requiere que cada año
fiscal se presente a la Oficina de Gerencia y Presupuesto el plan de uso y solicitud de
autorización para cada fondo.
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Anualmente los distintos fondos especiales administrados por el Departamento proveen
balances disponibles, y cada una de sus respectivas leyes habilitadoras dispone para la utilización
de los mismos y facultan al Secretario del Trabajo a usar dichos balances para costear una
gama de servicios, bienes, actividades y programas.

Se ha interpretado que la discreción del Secretario para disponer del uso de estos balances
es una amplia. Sin embargo, para no depender de la interpretación, se entiende pertinente
reafinnar mediante legislación, la facultad y amplia discreción que tiene el Secretario para
disponer de los resultantes balances anuales de los Fondos Especiales Estatales.

La estructura del Departamento está compuesta por la Oficina del Secretario; la Oficina
de Auditoría Interna y Fiscalización, la Oficina de Mediación y Adjudicación; la Oficina de la
Procuradora del Trabajo; la Secretaría Auxiliar de Asuntos Gerenciales; la Secretaría Auxiliar de
Asuntos Legales y Normas; la Secretaría Auxiliar de Beneficios al Trabajador, la Secretaría
Auxiliar de Planificación, Investigación y Desarrollo; la Secretaría Auxiliar de Recursos
Humanos; la Secretaría Auxiliar de Seguridad y Salud en el Trabajo; Negociado de Uniones
Obreras; Oficina de Cómputos y Sistemas de Información y Secretaria Auxiliar de
Adiestramiento y Promoción de Empleo. Varios componentes de la estructura proveen servicios
y apoyo administrativo a las Secretarías, Negociados y Oficinas que constituyen la parte
operacional del Departamento y que se nutren de los fondos especiales estatales especificados en
cada ley.

Ante lo expuesto, se considera justo y razonable que el Secretario del Trabajo pueda
recobrar los costos incurridos en la administración de los Fondos (costos indirectos),
considerando la particularidad de que el Departamento no recibe asignación del Fondo General
para cubrir sus gastos administrativos.

El Secretario del Trabajo tradicionalmente ha autorizado mediante Orden Administrativa
el recobro de los costos indirectos relacionados a la administración de los diferentes programas.
La metodología para el recobro se basa, entre otros aspectos, en los salarios devengados por el
personal adscrito a las Oficinas de Dirección y Administración, restando aquellos que son
pagados directamente por cada programa.

Es imperativo que este mecanismo de recobro de los costos indirectos quede establecido
mediante legislación, de manera que su aplicación no esté sujeta a cambios administrativos, y
que el procedimiento que se adopte mediante reglamentación para establecer la metodología de
cálculo del monto a recobrar sea consistente y uniforme.

En consideración a lo anterior, mediante esta Resolución Conjunta se dispone y se reitera
la discreción del Secretario del Trabajo para llevar a cabo transferencias entre los balances
anuales disponibles de los Fondos Especiales Estatales administrados por el Departamento del
Trabajo y Recursos Humanos de recobrar de dichos Fondos los costos indirectos que conileva la
administración e implementación de los distintos programas administrados por el Departamento
del Trabajo y Recursos Humanos.
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Esta Comisión solicitó memoriales explicativos al Departamento del Trabajo y Recursos
Humanos (DTRH), al Departamento de Hacienda y a la Oficina de Gerencia y Presupuesto. Al
momento de la redacción de este informe, solamente el Departamento del Trabajo y Recursos
Humanos (DTRH) había sometido sus comentarios.

El Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), destaca que la “Ley
Orgánica del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), establece que, como
organismo público, están llamados a patrocinar y alentar los intereses y el bienestar de los
trabajadores de Puerto Rico, así como laborar por mejorar sus condiciones de vida y de trabajo y
promover sus oportunidades para obtener empleos lucrativos. El Departamento del Trabajo y
Recursos Humanos (DTRH), tiene además, la responsabilidad ministerial de propiciar la paz
laboral e implantar, desarrollar y coordinar la política pública y los programas dirigidos a la
formación y capacitación de los recursos humanos indispensables para cubrir las necesidades
estatutarias que han analizado en esta medida.

En torno a esta resolución, observan que tiene la intención de declarar, autorizar y
reconocer la discreción del Secretario del Trabajo para llevar a cabo transferencias entre los
balances anuales disponibles de los Fondos Especiales Estatales administrados por el
Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (DTRH), encaminada dicha facultad a que, de
necesitarse, el Secretario pueda recobrar de dichos fondos los costos indirectos que conlieva la
administración e implantación de los distintos programas administrados por el Departamento del
Trabajo y Recursos Humanos.

En lo pertinente, la Exposición de Motivos de esta resolución señala que el presupuesto
consolidado del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos se compone de recursos
provenientes de Fondos Especiales Estatales y de aportaciones federales. Nótese que desde hace
varios años el presupuesto del DTRH no está fundamentado en asignaciones del Fondo General.
No obstante, destacan que el Artículo 42 del Plan de Reorganización Núm. 4 de 9 de diciembre
de 2011 dispone lo siguiente: “fijas operaciones fiscales del Departamento se llevarán a cabo a
tenor con las disposiciones de la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 1974, según enmendada,
conocida como “Ley de Contabilidad del Gobierno de Puerto Rico”, y la reglamentación que a
tal efecto apruebe el Secretario de Hacienda”. Así, denotan que indistintamente el origen de los
fondos que admimstra el DTRH, para todos se observa una política de control fiscal y el ejercicio
responsable y razonable de las facultades delegadas y los recursos asignados. De otra parte,
señalan que la medida expresa que los Fondos Especiales Estatales componen la mayor
proporción del presupuesto consolidado del Departamento.. .“Estos Fondos provienen de
diversas fuentes; contribuciones patronales, aranceles y licencias; cobro por servicios;
aportaciones de personas naturales y jurídicas; donativos de entidades particulares y otros
recaudos propios de organismos gubernamentales. De estos fondos, además, se szfragan
Programas Especiales dirigidos al fomento, creación mantenimiento de empleos y al
otorgamiento de beneficios a los trabajadores. La utilización de estos fondos está destinada
para los gastos operacionales de los diferentes programas y para la creación de propuestas de
empleo en los sectores público y privado, y los municzpios, según se dispone en sus respectivas
leyes habilitadoras. ‘“‘

‘Exposición de Motivos, R.C. del S. 1040. 1 6ta. Asamblea Legislativa, 7ma. Sesión Ordinaria (2009-2012).
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Sobre este particular, la resolución señala que la vigencia y acceso de cada Fondo
Especial Estatal varia segun la legislacion, reglamentacion, orden ejecutiva o normativa que
aplique a cada uno y se requiere que cada año fiscal se presente a la Oficina de Gerencia y
Presupuesto (OGP) el plan de uso y solicitud que anualmente los fondos especiales
administrados por el DTRH, pueden proveer balances disponibles, y cada una de sus respectivas
leyes habilitadoras dispone para la utilización de los mismos y facultan al Secretario del Trabajo
a usar dichos balances para costear una gama de servicios, bienes, actividades y programas.

Añaden que, no obstante lo antes dicho, la medida advierte que para que la facultad del
Secretario del Trabajo no esté sujeta a interpretación, se considera necesario reafirmar mediante
legislación, la facultad y amplia discreción que tiene el Secretario para disponer de los
resultantes balances anuales de los Fondos Especiales Estatales. “Es imperativo que este
mecanismo de recobro de los costos indirectos quede establecido mediante legislación, de
manera que su aplicacion no este sujeta a cambios administrativos y que el procedimiento que
se adopte mediante reglamentación para establecer la metodología de cálculo del monto a
recobrar sea consistente y uniforme. declara la Exposición de Motivos.

En consideración a lo anterior, mediante la legislación propuesta se reitera la discreción
del Secretario del Trabajo para llevar a cabo transferencias entre los balances anuales disponibles
de los Fondos Especiales Estatales administrados por el Departamento del Trabajo y Recursos
Humanos para que pueda, si así se requiere, recobrar de dichos Fondos los costos indirectos que
conlieva la administración de los distintos programas administrados por el Departamento del
Trabajo y Recursos Humanos.

Sobre este asunto, destacan que cuando se identifica la necesidad de satisfacer un fondo
especial se permite el control del organismo al cual está destinado, pero los fondos ingresan bajo
la custodia del Departamento de Hacienda. Esto es, aunque está creado en los libros del

j2, Departamento de Hacienda, su caudal se contabiliza en forma separada de cualesquiera otros
fondos bajo la custodia del Secretario de Hacienda, para facilitar el que se cumpla con la
intención legislativa. Así, la Sección 2 de la R.C. del S. 1040 dispone lo siguiente: “Se ordena
al Secretario de Hacienda a crear una cuenta especial donde se transfieran los fondos por
concepto del recobro de los costos indirectos autorizado por esta Resolución Conjunta. Los
dineros en dicha cuenta se contabilizarán en forma separada de cualesquiera otros fondos bajo
la custodia del Secretario de Hacienda,” Estiman que en virtud de la disposición provista se
cumple con la política pública de control fiscal.

Además, la Oficina de Gerencia y Presupuesto ha establecido, mediante la Guía 3 de la
Carta Circular 93-11 de 25 de octubre de 2011, las normas que regirán la administración de las
asignaciones de fondos especiales. Así pues se dispone que:

“3.3 Asignaciones de Fondos Estatales

3.3.1 Los Fondos Especiales Estatales son creados por legislación. La
misma ley que los crea dispone de dónde provienen los recursos
que se acreditan a cada fondo especial, y el debido uso. Es

2 Exposición de Motivos, R.G. del S. 1040, 1 6ta Asamblea Legislativa, 7ma. Sesión Ordinaria (2009-2012).
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responsabilidad de cada agencia que administra un Fondo Especial
cumplir con las disposiciones legales aplicables al mismo.

3.3.2 La OGP requiere que durante el proceso presupuestario se presente
un informe de ingresos y gastos para cada Fondo Especial donde se
detalle lo siguiente:

a. Identificación del Fondo y uso propuesto. Debe coincidir con
lo dispuesto en la legislación que crea el Fondo.

b. Proyección de recursos que ingresarán a dicho fondo durante el
año a comenzar incluyendo recaudos del año fiscal a comenzar
y cualQuier balance arrastrado de años anteriores, según
disponga la ley. El estimado de los recaudos del año a
comenzar debe estar bien documentado. Deberán incluir
también los ingresos de los dos años anteriores al año fiscal a
comenzar, y una proyección de los recaudos estimados para los
dos años siguientes al año fiscal a comenzar, disponiéndose
que para cualquier año que se estimen recaudos menores al
promedio de los últimos dos años, se presentará una
explicación detallada de tal reducción.”3 (Enfasis suplido)

A la luz de lo antes expuesto, el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos endosa
la aprobación de la R. C. del S. 1040, la cual les permitirá atender una situación que impacta su
capacidad fiscal y que, en el cumplimiento de una política pública de control fiscal, consideran
viable para atender de forma responsable su responsabilidad ministerial.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

Cumpliendo con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y la Ley Núm. 81 de 30 de
agosto de 1991, según enmendada, se determina que esta medida no impacta las finanzas de los
municipios.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y el Artículo 8 de la Ley Núm.
103 de 25 de mayo de 2006, “Ley para la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre
Asociado de Puerto Rico”, se determina que la aprobación de esta medida no tendrá impacto
fiscal sobre los presupuestos de las agencias, departamentos, organismos, instrumentalidades o
corporaciones públicas que amerite certificación de Oficina Gerencia y Presupuesto.

CONCLUSIÓN

Esta Comisión reconoce que el endoso del Departamento del Trabajo y Recursos
Humanos (DTRH) para la aprobación de esta Resolución Conjunta es un factor positivo para que
esta Legislatura tome acción afirmativa en este proyecto. Asimismo, enumeran lo que dispone la

‘ Guía 3 de la Carta Circular 93-11, de 25 de octubre de 2011, Oficina de Gerencia y Presupuesto.
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Guía 3 de la Carta Circular 93-11 de 25 de octubre de 2011, de la Oficina de Gerencia y
Presupuesto (OGP), donde disponen las normas que regirán la administración de las asignaciones

de fondos especiales.

Por todo lo antes expuesto, la Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos

Humanos, previo estudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación de la

R.C. del S. 1040, sin enmiendas.

Respetuosamente sometida’

Luz Z. (Lucy) Aece errer
Presidenta
Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y
Recursos Humanos



ENTIRILLADO ELECTRÓNICO
GOBIERNO DE PUERTO RICO

16 Asamblea 7ma Sesión
Legislativa Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

R. C. del S. 1040
24 de mayo de 2012

Presentada por la señora Arce Ferrer

Referida a la Comisión de Trabajo, Asuntos del Veterano y Recursos Humanos

RESOLUCION CONJUNTA
Para disponer la facultad del Secretario del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos para

llevar a cabo transferencias entre los balances disponibles a fin de año fiscal de los
Fondos Especiales Estatales administrados por el Departamento del Trabajo y Recursos
Humanos; autorizar el recobro de los costos indirectos a los programas especiales
estatales a los fines de sufragar los costos de administración, gerencia y actividades de
apoyo a los Programas Especiales Estatales; ordenar la creación de una cuenta en el
Departamento de Hacienda donde se transfieran los fondos por concepto del recobro de
dichos costos; facultar al Secretario del Trabajo para establecer la reglamentación y
metodología para la implantación de lo dispuesto en esta Resolución Conjunta ; y
disponer la vigencia de la misma.

EXPOSICION DE MOTIVOS
La Ley Núm. 15 de 14 de abril de 1931, según enmendada, creó el Departamento del

Trabajo y Recursos Humanos. La Sección 6 del Artículo 1V de la Constitución de Puerto Rico

creó el Departamento del Trabajo como uno de los departamentos principales de la Rama

Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico. Conforme al Plan de Reorganización Núm. 4 de 9 de

diciembre de 2011, se reestructura el Departamento y se le adscriben los siguientes componentes:

Administración de Desarrollo Laboral y Administración de Rehabilitación Vocacional.

El Departamento tiene la misión de establecer y administrar la política pública sobre la

legislación protectora de los trabajadores y de los programas dirigidos a la formación,

adiestramiento y capacitación de los recursos humanos y promover la paz laboral para lograr una

verdadera y efectiva sociedad entre los patronos y la fuerza trabajadora.
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El presupuesto consolidado del Departamento se compone de recursos provenientes de

Fondos Especiales Estatales y de aportaciones federales. En el pasado, el Departamento llegó a

recibir hasta dieciséis millones (16,000,000.00) de dólares en asignaciones del Fondo General

para sufragar sus programas y costos administrativos; sin embargo, en la actualidad, no recibe

asignación alguna de dicho Fondo.

Entre los programas federales que proveen las mayores aportaciones al Departamento se

incluyen: “Non-Discrimination and Affirmative Action by Federal Contractors and Federally

Construction Contractors; Unemployment Insurance; Employment Service; Labor Force

Statistics; Occupational Safety and Health y Workforce Investment Act”. Dichos recursos

pertenecen a la asignación que recibe el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos para

gastos administrativos y para el funcionamiento de los siguientes programas: Protección contra el

Discrimen en el Empleo, Orientación de Servicio de Empleo, Desempleo, Servicios de Empleo a

Estudiantes, Índices Estadísticos sobre Empleo y Otros, Seguridad y Salud en el Trabajo y

Beneficio de Seguridad de Empleo.

De otra parte, se cuenta con los Fondos Especiales Estatales que componen la mayor

proporción del presupuesto consolidado del Departamento. Estos fondos provienen de diversas

fuentes: contribuciones patronales; aranceles y licencias; cobro por servicios; aportaciones de

personas naturales y jurídicas; donativos de entidades particulares y otros recaudos propios de

organismos gubernamentales. De estos fondos además se sufragan Programas Especiales

dirigidos al fomento, creación y mantenimiento de empleos y al otorgamiento de beneficios a los

trabajadores.

Los Fondos Especiales están autorizados por las siguientes leyes: Ley Núm. 15 de 14 de

abril de 1931, Fondo de Cuotas a Corporaciones e Instituciones; Ley Núm. 74 de 21 de junio de

1953, según enmendada, Fondo Auxiliar Especial de los intereses, recargos y penalidades de los

patronos por pagar tarde su planilla trimestral de Contribuciones de Desempleo; Ley Núm. 139

de 26 de junio de 1968, Pago de Primas de Seguros; Ley Núm. 52-1991, un por ciento de la

Contribuciones Patronales de Seguros por Desempleo y Ley Núm. 100 del 30 de junio de 1959,

Anti Discrimen en el Empleo. Además, se cuenta con ingresan fondos autorizados por la Ley

Núm. 82 de 3 de junio de 1980, Fondo de Beneficio por Incapacidad No Ocupacional Temporal;

la Ley Núm. 14 de 20 de julio de 1990, Fondo de Seguridad y Salud en el Trabajo; Ley Núm.

384-2004, Fondo de Mediación y Adjudicación; la Ley Núm. 428 de 15 de mayo de 1950, según
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enmendada, Fondo para el Seguro Social de Choferes y Otros Empleados; Plan de

Reorganización Núm. 2 de 1952, Fondo Corporación Fondo del Seguro del Estado; Fondo 234

creado en virtud de la Carta Circular OMB-A-87 del Gobierno Federal conocido como el Fondo

de Costos Indirectos y el Fondo Especial creado por el Boletín Administrativo Núm. OE-2003-

75. La utilización de estos fondos está destinada para los gastos operacionales de los diferentes

programas y para la creación de propuestas de empleo en los sectores público y privado, y los

municipios, según se dispone en sus respectivas leyes habilitadoras.

La vigencia y acceso de cada Fondo Especial Estatal varía según la legislación,

reglamentación, orden ejecutiva o normativa que aplique a cada uno y se requiere que cada año

fiscal se presente a la Oficina de Gerencia y Presupuesto el plan de uso y solicitud de

autorización para cada fondo.

Anualmente los distintos fondos especiales administrados por el Departamento proveen

balances disponibles, y cada una de sus respectivas leyes habilitadoras dispone para la utilización

de los mismos y facultan al Secretario del Trabajo a usar dichos balances para costear una

gama de servicios, bienes, actividades y programas.

Se ha interpretado que la discreción del Secretario para disponer del uso de estos balances

es una amplia. Sin embargo, para no depender de la interpretación, se entiende pertinente

reafirmar mediante legislación, la facultad y amplia discreción que tiene el Secretario para

disponer de los resultantes balances anuales de los Fondos Especiales Estatales.

La estructura del Departamento está compuesta por la Oficina del Secretario; la Oficina

de Auditoría Interna y Fiscalización, la Oficina de Mediación y Adjudicación; la Oficina de la

Procuradora del Trabajo; la Secretaría Auxiliar de Asuntos Gerenciales; la Secretaría Auxiliar de

Asuntos Legales y Normas; la Secretaria Auxiliar de Beneficios al Trabajador, la Secretaría

Auxiliar de Planificación, Investigación y Desarrollo; la Secretaría Auxiliar de Recursos

Humanos; la Secretaría Auxiliar de Seguridad y Salud en el Trabajo; Negociado de Uniones

Obreras; Oficina de Cómputos y Sistemas de Información y Secretaria Auxiliar de

Adiestramiento y Promoción de Empleo. Varios componentes de la estructura proveen servicios

y apoyo administrativo a las Secretarías, Negociados y Oficinas que constituyen la parte

operacional del Departamento y que se nutren de los fondos especiales estatales especificados en

cada ley.
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Ante lo expuesto, se considera justo y razonable que el Secretario del Trabajo pueda

recobrar los costos incurridos en la administración de los Fondos (costos indirectos),

considerando la particularidad de que el Departamento no recibe asignación del Fondo General

para cubrir sus gastos administrativos.

El Secretario del Trabajo tradicionalmente ha autorizado mediante Orden Administrativa

el recobro de los costos indirectos relacionados a la administración de los diferentes programas.

La metodología para el recobro se basa, entre otros aspectos, en los salarios devengados por el

personal adscrito a las Oficinas de Dirección y Administración, restando aquellos que son

pagados directamente por cada programa.

Es imperativo que este mecanismo de recobro de los costos indirectos quede establecido

mediante legislación, de manera que su aplicación no esté sujeta a cambios administrativos, y

que el procedimiento que se adopte mediante reglamentación para establecer la metodología de

cálculo del monto a recobrar sea consistente y uniforme.

En consideración a lo anterior, mediante esta Resolución Conjunta se dispone y se reitera

la discreción del Secretario del Trabajo para llevar a cabo transferencias entre los balances

anuales disponibles de los Fondos Especiales Estatales administrados por el Departamento del

Trabajo y Recursos Humanos de recobrar de dichos Fondos los costos indirectos que conlieva la

administración e implementación de los distintos programas administrados por el Departamento

del Trabajo y Recursos Humanos.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Sección 1.- Se faculta al Secretario del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos a

2 llevar a cabo transferencias entre los balances disponibles de los Programas Especiales

3 Estatales administrados por el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos. Se autoriza,

4 además, que el Secretario pueda realizar el recobro de los costos incurridos en la prestación

5 de servicios de administración, gerencia y actividades incidentales de apoyo a los programas

6 referidos, para solventar las operaciones administrativas y gerenciales del Departamento y de

7 aquellos proyectos que se entiendan necesarios para adelantar los objetivos trazados en su

8 Ley Orgánica y leyes especiales. Ello sin menoscabo a las facultades conferidas o que le sean
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1 conferidas al Secretario del Trabajo y Recursos Humanos mediante cualesquiera otra

2 legislación relacionada con la administración de estos fondos.

3 Sección 2.- Se ordena al Secretario de Hacienda a crear una cuenta especial donde se

4 transfieran los fondos por concepto del recobro de los costos indirectos autorizado por esta

5 Resolución Conjunta. Los dineros en dicha cuenta se contabilizarán en forma separada de

6 cualesquiera otros fondos bajo la custodia del Secretario de Hacienda.

7 Sección 3.- El Secretario del Trabajo establecerá la reglamentación y metodología

8 para la implantacion de lo dispuesto en esta Resolucion Conjunta

9 Seccion 4 - Lo dispuesto en esta Resolucion Conjunta aphcara a los Fondos

10 Especiales Estatales administrados por el Departamento al momento de aprobación de la

11 misma y a cualquier otro Fondo Especial Estatal que le sea asignado subsiguientemente.

12 Sección 5.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de

13 su aprobación.
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